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RESUMEN 

El presente estudio tiene el objetivo de conocer las posibles causas en la prisión preventiva, la 

determinación remitido en audiencia de indagación previa en Huamanga 2021, que conlleva 

analizar el presupuesto del peligro procesal que debe ser debidamente motivada para que se 

dictan la prisión preventiva por culpa de negocio ilegal de sustancias ilícitas, tiene que tener el 

mínimo detalle en la presentación de la audiencia de acuerdo que señala las resoluciones. Con 

la finalidad el magistrado sostiene adecuar de fundamentar o determinar, con firmeza 

constitutivo, legitimo. Es importante percibir la dimensión restrictiva del sujeto para la 

detención preventiva reducir la atribución constituyente, como es la libertad, esto puede ser 

efectiva con una resolución adecuadamente motivada. Haciendo un análisis prolijo de las 

resoluciones se determinó un porcentaje de auto no se adecua a causa en decisión procesal, 

incumpliendo la obligación constituyente y legitimo en su fundamento idónea del peligro 

procesal que resuelven la prisión preventiva. Que la indebida motivación se está afectando a 

los procesados que impone la disposición de prevenir la detención preventiva. Proponer una 

alternativa para solucionar el problema, debe tener amplia experiencia en conocimiento 

jurídico. La investigación del trabajo es explicativa, donde busca acoger las razones o causas 

que generan problemas como el delito de TID. Finalmente se orienta a recolectar la 

información de los casos, y se ha podido notar que en el ámbito penal no se cumple con el 

objetivo razonable los presupuestos de prisión preventiva, debido que solo ve parte jurídica 

como la sanción penal, y en el aspecto social se notó la carencia de razonabilidad. Esta senda 

no debería utilizarse, porque el juez tiene la obligación de cumplir constitucionalmente en 

primera instancia dejando de lado a los superiores jerárquicos que ejecuta el deber que 

corresponde. Se percibe la existencia de anomalías basadas a las características, de privación a 

libertad bajo la organización jurídico, fino y licito. 

 

Palabras claves: Elementos de Convicción, Amenaza Procesal, Ordenamiento Jurídico, Prisión 

Preventiva. 

 

 

 
 

 

 

 



ix 

ABSTRACT 

The objective of this work is to analyze the possible causes of preventive pressure, in the 

resolutions issued by the preparatory investigation court of Huamanga during 2021, which 

entails analyzing the assumption of the procedural danger that must be duly motivated in the 

resolutions that dictate the preventive pressure in the Illicit Drug Trafficking Crime that has to 

have the minimum detail in the presentation of the hearing of agreement that indicates 

resolutions. with the purpose that the Judges have the duty to substantiate or motivate, with 

constitutional and legal character. It is important to realize that the personal coercive measure 

of preventive pressure restricts constitutional rights, such as freedom, this can be effective 

with an adequately motivated resolution. Making a detailed analysis of the resolutions, it was 

determined that a percentage of the order does not fit the motivation of the judicial resolutions, 

breaching its constitutional and legal duty in its suitable basis the procedural danger that the 

preventive pressure resolves. That the undue motivation is affecting the defendants imposed 

by the precautionary measure of preventive detention. To propose an alternative solution to the 

problem, you must have extensive experience in legal knowledge.  The research of the work is 

explanatory, where it seeks to welcome the reasons or causes that generate problems such as 

the crime of TID. Finally, it is aimed at collecting information on cases, and it has been noted 

that in the criminal field the reasonable objective of the pretrial detention budgets is not met 

because only the legal part is seen as the criminal sanction, and in the social aspect the care 

was noted. Reasonableness. This path should not be used, because the judge has the obligation 

to comply constitutionally in the first instance, leaving aside the hierarchical superiors who 

execute the duty that corresponds. The existence of anomalies based on the characteristics of 

pretrial detention under the legal, political, and legal system is perceived. 

 

Keywords: Elementos de Convicción, Amenaza Procesal, Ordenamiento Jurídico, Prisión 

Preventiva
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I. INTRODUCCIÓN 

 

En el estudio actual conocido como "presupuestos a la privación de libertad por la 

presencia en el comercio ilegal de sustancias ilícitas". En la actualidad, la prisión y el 

apresamiento son aspectos que se persiguen de manera personal, en cambio, se asegura la 

expectativa del debido proceso y se utiliza de manera lógica el arresto provisional durante el  

tiempo extendido del  proceso de acusación. 

En este escenario, la medida de prisión coercitiva suele tener una mayor calidad técnica en las 

resoluciones en temas complejos y delicados, para los gestores o gestores de la justicia, en la 

búsqueda de cumplir con la futura penalización que puede ser eventual, organizando los 

presupuestos materiales y acogiendo el mandatario judicial - coercitivo, y otorgando la 

libertad (o prisión) a los individuos. Una detención preventiva es un procedimiento judicial de 

indagación para responder al delito y asegurar el orden social. 

Hoy en día, el presidio previsorio se refiere a la cuantificación de imposición empero gravoso 

conforme al Nuevo Código Procesal Penal. El propósito es garantizar la disposición del 

individuo para aclarar y aplicar adecuadamente los presupuestos de acción penal durante la 

investigación de las autoridades conocedoras de la justicia respaldadas por la policía, ya sea de 

manera autónoma o por denuncia de la parte perjudicada o afectada, prevaleciendo los 

derechos esenciales. 

En los años recientes, ha habido un crecimiento en la economía, pero también un notable 

incremento en las actividades ilegales relacionadas con sustancias, lo cual afecta la estabilidad 
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de la salud pública. Ante esta situación, la fiscalía, en el ejercicio de sus funciones conforme a 

la ley, se dirige a un juez de instrucción para limitar el derecho a la libertad y autonomía de los 

acusados. Esto se lleva a cabo cumpliendo con los requisitos establecidos en el articulo 268 

del Nuevo Código Procesal Penal, con el propósito de presentar una base solida de evidencias. 

En aquellos casos que no respalden la investigación, se impondrá una sanción menos severa 

que la prisión preventiva, siempre teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad, el cual 

permite al legislador elegir métodos que logren objetivos similares sin restringir los derechos 

fundamentales o, si es necesario, afectándolos en menor medida.  

En la actualidad, el núcleo de la cuestión radica en el informe pericial el cual es esencial para 

validar los serios indicios que rodean al investigado, asegurando que se cumplan los requisitos 

establecidos por la ley y que se respete el debido proceso. 

El objetivo de la investigación actual es mejorar la evaluación de los elementos clave 

de convencimiento, así como prever las sanciones y el riesgo de proceso penal asociado 

a la prisión preventiva en el contexto del comercio ilegal de sustancias prohibidas en el 

año 2021. Se busca garantizar que la investigación se lleva a cabo en conformidad con 

el debido proceso sin comprometer el derecho fundamental a la autonomía de los 

acusados. La hipotesis se centra en la evaluación de los fundamentos materiales para la 

detención preventiva en casos de comercio ilegal de estas sustancias, sugiriendo que la 

pena impuesta no debería exceder las cinco veces el periodo de condena, y que se debe 

considerar más favorablemente la opción de libertad condicional. 

Se ha llevado a cabo un estudio sobre la organización de las instituciones 

correccionales de carácter gubernamental, así como sobre las normas estatales y 

universales relacionadas con la justicia en lo que respecta a la evaluación para el 

encarcelamiento provisional por delitos vinculados al comercio ilícito de sustancias. 

En cuanto a la metodología empleada en esta investigación, se ha adoptado un enfoque 

cualitativo que prioriza la comprensión profunda, la disposición y el marco 

jurisdiccional.    
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1.1. Realidad problemática 

 

Desde el comienzo de la humanidad, se han modificado comportamientos sociales que 

violan el orden establecido y perturban la convivencia que el Estado ha definido en 

ciertos períodos históricos. Las acciones son aprobadas tanto por normativas válidas 

como por la ética colectiva, de manera a veces arbitraria y reiterativa, lo que lleva a la 

imposición de sanciones. La privación de autonomía que se dicta durante una 

investigación judicial se aplica con frecuencia sin considerar adecuadamente los 

fundamentos necesarios ni bajo principios claros de proporcionalidad y prudencia; a 

menudo, esto se ve influenciado por factores económicos, sociales y culturales, sin 

reparar en cómo esto infringe derechos fundamentales, como el derecho a la presunción 

de inocencia que posee la persona acusada en un contexto correctivo. En nuestro país, 

todos los territorios enfrentan un estado de inseguridad social y moralidad en diferentes 

niveles de administración pública, lo que hace que el desarrollo del país parezca 

incontrolable. Se propone adoptar medidas no legales que buscan facilitar el análisis y 

consideración de la situación actual, dado que la comunidad demanda soluciones ante 

el creciente descontento. La forma en que se organiza y aplica la norma tiva 

constitucional por parte de la administración incluye el uso de coerción personal, 

especialmente la detención preventiva, cuya finalidad es establecer una seguridad 

razonable para el arresto de los infractores. Sin embargo, el uso de estas medidas 

coercitivas puede desvirtuar el propósito para el cual fueron establecidas. La orden 

judicial tiene como objetivos específicos sancionar de manera que se ajuste a las 

condiciones establecidas en el artículo 253, inciso 3: la restricción de libertad solo se 

llevará a cabo cuando sea absolutamente necesario para prevenir, según los hechos, el 

riesgo de fuga, la ocultación de evidencias o el surgimiento de crisis, con el fin de no 

obstaculizar la investigación de la verdad y prevenir la reincidencia delictiva.  

Se considera cautela al cambiar la valoración del riesgo legal, que es un fundamento esencial 

en la comprobación de los factores materiales que respaldan la solicitud de prisión preventiva. 

Todo esto, ya que se ha conseguido evidenciar de manera convincente que el imputado 

formaba parte de una agrupación criminal. Esta circunstancia legal del imputado está 
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fundamentada como un complemento del inciso 5 en el Artículo 269, que trata sobre la 

amenaza procesal. 

El gobierno no establece un sistema cohesivo para abordar los problemas sociales que han 

surgido en el entorno urbano, tales como robos, fraudes y el comercio ilegal de drogas. Se 

puede observar que la información proveniente de medios masivos, escritos, de radio y de 

internet, distorsiona los hechos y crea una inestabilidad emocional que alimenta la sensación 

de inseguridad en la comunidad. La manera en que se sintetiza la comunicación afecta el 

derecho a estar bien informado, lo que provoca una distorsión en la sociedad, y esta puede ser 

dirigida para cumplir con ciertos objetivos. En el ámbito del crimen, se utiliza información 

para respaldar procesos previos o paralelos que pueden ser analizados en detalle para obtener 

resultados precisos. Los profesionales de los medios han desviado la capacidad de análisis 

fuera de su contexto adecuado al comunicar temas que deberían fomentar el bienestar social, 

asumiendo un rol de juez en un proceso legal sin el necesario sentido de proporcionalidad y 

equilibrio. Esto hace que actúen en detrimento de la justicia, interferidos por administradores 

que deberían ser imparciales, en busca de estabilidad en la gestión a cualquier costo. La falta 

de un entorno adecuado dificulta el establecimiento de la seguridad judicial, lo que subraya la 

importancia de instaurar y mantener un mandato colectivo. 

El Estado no proporciona un sistema cohesionado para abordar los problemas sociales que han 

surgido en el entorno urbano, como el robo, el fraude y el tráfico de drogas, entre otros. Se 

puede observar que los medios masivos de comunicación, ya sean impresos, en radio o en 

línea, distorsionan la información y provocan inestabilidad emocional, lo que contribuye a la 

inseguridad dentro de la sociedad. La manera en que se simplifica la comunicación perjudica 

el derecho a estar informado, generando una confusión social que puede ser dirigida con 

intenciones específicas. En el contexto del fenómeno criminal, se utiliza información 

estratégica para asegurar procesos previos o relacionados que pueden ser analizados en 

profundidad y ofrecer resultados claros. Los profesionales de los medios han perdido su 

capacidad analítica y han salido del contexto de comunicar para el bienestar social, asumiendo 

el papel de juez en un proceso jurídico, careciendo de proporcionalidad y equilibrio en 

situaciones delictivas, actuando como expertos mientras socavan la equidad y la 

imparcialidad. Es esencial requerir estabilidad en la administración de justicia a cualquier 
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costo, ya que es crucial establecer y mantener un mandato colectivo. 

El ambiente de inestabilidad provocado por el aumento de la delincuencia que afecta el 

progreso completo de la sociedad lleva al Gobierno Peruano a implementar, como un modo de 

respuesta a la demanda de seguridad, un uso significativo del arresto temporal. En la 

actualidad, se observa que se hace un uso excesivo de las medidas restrictivas, lo que indica 

que hay una discrepancia en el marco legal que permitiría un uso apropiado y consistente. 

La situación, en términos legales y cotidianos, muestra que nuestro territorio ha adoptado un 

modelo de represión que, en la medida que se centra en el arresto temporal, es notable, pues 

responde a requerimientos procesales. En este contexto, el código debe ser parcialmente 

ajustado con el objetivo de redefinir una justificación formal para la pena, donde la detención 

se puede llevar a cabo de manera efectiva. Aquí, la complicación radica en cómo se evalúan 

las medidas cautelares. 

Los presupuestos que aseguran la aplicación forzada de medidas cautelares dependen de la 

existencia de un riesgo procesal. En el contexto de juicios penales, se observa que el juez no 

considera ciertos fundamentos. En la práctica, al hablar de riesgo procesal, no se concentra 

específicamente en los elementos que podrían convencer durante la fase preliminar. Esto 

permite que el acusado eluda la jurisprudencia y impida la acción que justifica, conforme a las 

normas que requieren un análisis evaluativo en su configuración. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sugirió cómo debería 

implementarse la detención provisional en los países de América Latina. Es importante señalar 

que en Latinoamérica se evidencia un notable aumento en la utilización de la detención 

provisional, lo que afecta el desarrollo democrático de estas naciones. Curiosamente, este 

incremento inusual ocurre justo cuando en Perú se implementa un modelo de justicia penal 

considerado equilibrado (CIHH, 2013). 

1.2. Planteamiento del problema 

1.2.1. Problema General 

¿Cuál es la medida en que se valoran los fundamentos para la Prisión Preventiva en 
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los casos de Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Huamanga, durante el año 2021? 

1.2.2. Problemas específicos 

¿Cuál es la medida en que se evalúan los sólidos y verdaderos elementos 

probatorios de la Prisión Preventiva en el caso de Tráfico Ilegal de Drogas en el 

Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de Huamanga, año 2021? 

¿Cuál es la medida de la evaluación de la estimación de la pena en la Prisión 

Preventiva por el delito de Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huamanga 2021? 

¿Cuál es la valoración del riesgo de proceso en la Prisión Preventiva por el delito de 

Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de 

Huamanga, año 2021? 

 

1.3. Objetivos de la investigación 

1.3.1. Objetivo General 

Determinar la medida en que se valoran los fundamentos para el Arresto Provisional 

en el delito de Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Huamanga, 2021. 

1.3.2. Objetivos específicos 

Determinar la medida en que se evalúan los sólidos y verídicos elementos 

probatorios de la Prisión Preventiva en el delito de Tráfico Ilegal de Drogas en el 

Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de Huamanga, año 2021. 

Determinar la medida en que se evalúa la conclusión de la pena en la Prisión 

Preventiva en el delito de Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huamanga, año 2021. 
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Determinar la medida del riesgo procesal en la Prisión Preventiva por el delito de 

Tráfico Ilegal de Drogas en el Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de 

Huamanga, año 2021. 

 

1.4. Variables, dimensiones e indicadores 

Variable Independiente 

Evaluación de los Fundamentos de la Prisión Preventiva 

Dimensión: Existencia de motivación 

Indicadores: Organización y Fundamento. 

Dimensión: Fundamentos en la Prisión Preventiva 

Indicadores: Fundamentos formales y materiales 

Dimensión: Principio 

Indicadores: Legalidad, Proporcionalidad, Temporalidad, Provisionalidad, Variabilidad 

Variable Dependiente 

Decisiones que constituyen la motivación en el negocio ilícito de sustancias prohibidas. 

Dimensión: Elementos probatorios que forman parte de la motivación 

Indicadores: Existencia de los fundamentos para la motivación. 
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Tabla 1 

Definición operacional de la variable de los presupuestos de la Prisión Preventiva en el Tráfico Ilícito de Drogas  

La valoración 

de los 

presupuestos 

de Presión 

Preventiva 

Concepto de la Variable Operacionalización de la variable Dimensiones Indicadores 

Es una medida cautelar que 

restringe el derecho a la 

libertad, derivada del juez   

calificado de   duración 

indefinida, y esencialmente 

provisoria, que sostiene a lo 

largo del desarrollo de un 

proceso penal y asegurar 

los fines del proceso. 

Una vez de encontrarse la base de 

considerables elementos de 

convicciones para valorar con 

prudencia la asociación a un delito que 

sanciona a autor o participe. 

 

 

-La presencia de la 
motivación. 

 

-presupuesto en la 

presión preventiva 

 

-origen 

- Fundamentos  

-Presupuestos Materiales 

- Presupuestos formales  

- Legibilidad  

- Proporcionalidad  

- Provisionalidad 

- Variabilidad  

 

Delito de 

tráfico ilícito 

de drogas 

resoluciones 

para 

formalización 

los 

presupuestos 

en la 

motivación. 

Son calificados de 

infracción contra la salud 

pública que es y se 

encuentra calificado en los 

artículos 296 al 298 del 

Código Penal. 

La comercialización ilegal de 

sustancias ilícitas es desventajosa y que 

regula el estado jurídico, a través de 

una pena firme, dentro del proceso se 

ejecuta la restricción por el juez, el 

arresto provisional restringido a la 

autonomía de la libertad. 

-La resolución y 

formalización en la 

motivación. 

-Precisión el peligro de 

fuga. 

-Evaluación la 

obstaculización. 

-La presencia de los 

presupuestos para la 

motivación. 

-Derecho fundamental 

- Principio 

- Garantía 

Fuente: Elaboración propio
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1.5. Justificación del estudio 

1.5.1. Justificación teórica 

Esta investigación está respaldada por la necesidad de profundizar en el 

entendimiento de la evaluación de los fundamentos que sustentan la prisión 

preventiva y las decisiones que fundamentan el tráfico ilegal de sustancias 

controladas. Además, se busca comprender cómo se individualiza un problema 

legal que impacta a la comunidad, dado que muchas personas se ven afectadas 

por la actividad delictiva relacionada con las drogas, debido a la falta de empleo, 

la falta de compromiso de las autoridades responsables de fomentar la inversión 

tanto pública como privada que asegure la creación de empleos, la ausencia de 

oportunidades para acceder a la educación superior que permita a muchas 

personas formarse y desempeñarse en una profesión, una educación cívica 

deficiente en el país, y la percepción de que es posible obtener ingresos a través 

de actividades ilegales como el narcotráfico. 

El trabajo actual se funda en principios científicos y contribuirá al desarrollo de 

conocimientos que ofrecerán fundamentos sobre la prisión preventiva, 

proporcionando acceso a información de jueces y expertos legales que podrán 

argumentar sobre la naturaleza de la prisión preventiva en el contexto del tráfico 

ilegal de sustancias. Asimismo, será esencial evaluar las transgresiones a los 

requisitos necesarios en un proceso penal, resaltando la importancia de las 

pruebas materiales para finalizar con las conclusiones del estudio. 

1.5.2. Justificación práctica 

Desde una perspectiva social y práctica, el análisis ofrecerá varios beneficios 

relacionados con el tema de investigación que se describen a continuación: 

a) Esto servirá para que los jueces, abogados, estudiantes de Derecho y el público 

en general sean conscientes de los requisitos necesarios para imponer una Prisión 
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Preventiva en casos de Tráfico Ilícito de Drogas. 

b) Ayudará en la emisión de resoluciones judiciales adecuadas dentro del 

contexto de la justa aplicación de las leyes relacionadas con el Delito de Tráfico 

Ilícito de Drogas. 

c) Facilitará que los estudiantes de Derecho y otros actores en el sistema judicial 

obtengan y profundicen conocimientos específicos sobre el tema central de esta 

investigación: la valoración de los requisitos para la Prisión Preventiva y las 

resoluciones que motivan la lucha contra el tráfico de sustancias ilegales. 

d) Permitirá que los responsables de la justicia y los ciudadanos comprendan las 

limitaciones y los obstáculos que enfrentan al dictar la detención preventiva en 

relación con el Delito de Tráfico Ilícito de Drogas. 

e) De igual forma, hará que la población tome conciencia acerca de la gravedad 

de participar en el Delito de Tráfico Ilícito de Drogas, que es penalizado por las 

leyes de Perú. Esta situación impacta de manera negativa en el futuro de quienes 

cometen este delito, afecta la paz de sus familias, influye en la seguridad pública 

y genera costos al Estado peruano. 

f) Contribuirá a que tanto la sociedad como los operadores de justicia entiendan 

la importancia de crear e implementar políticas y estrategias estatales enfocadas 

en la prevención del Delito de Tráfico Ilícito de Drogas en varios sectores de la 

comunidad, tales como escuelas de todos los niveles, organizaciones sociales y 

familias, entre otros.  

1.6. Antecedentes nacionales e internacionales 

1.6.1. Antecedentes internacionales 

Según lo expuesto por Merchán, Duran (2022, p. 9), en el ámbito legal de 

Ecuador, la prisión preventiva se establece como un instrumento del sistema 

judicial y desempeña un papel fundamental dentro del proceso acusatorio. Esta 

figura permite, dentro de la ley, la implementación de una medida cautelar que 
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requiere la comparecencia del acusado en el juicio solicitado por la autoridad 

competente, con el objetivo de asegurar que el desarrollo del proceso judicial 

lleve a un veredicto apropiado. 

La utilización de la prisión preventiva cuenta con el respaldo extenso del marco 

legal y de las normas que protegen los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, evidenciando su carácter temporal y excepcional. Este mecanismo 

permite que la libertad de una persona sea restringida de manera provisional, 

dado que se presume la inocencia del imputado mientras se lleva a cabo el juicio. 

La aplicación de esta medida se justifica cuando existe la sospecha de que el 

acusado podría evadir la justicia, alterar las pruebas del delito, obstaculizar el 

procedimiento judicial o cometer otros crímenes. En estas circunstancias, el juez 

concluye que otras medidas cautelares resultan insuficientes para asegurarse de 

que el acusado no interfiera en el proceso judicial, o que su propia seguridad 

podría estar en peligro. Por lo tanto, la autoridad judicial determina que la única 

manera de garantizar un juicio justo es mediante la detención inicial del presunto 

infractor. 

La literatura que aborda el tema de la prisión preventiva desde diferentes 

enfoques revela ciertas coincidencias, ya que el objetivo primordial de esta 

medida legal es asegurar que la persona acusada de un delito comparezca en el 

juicio correspondiente y, al mismo tiempo, garantizar que se cumple la pena una 

vez que se compruebe la culpabilidad, todo dentro del marco del debido proceso. 

Las normativas y regulaciones vigentes en Ecuador indican que la aplicación de 

la prisión preventiva tiene límites que pueden resultar en su uso desmedido, 

arbitrario y que vulnera los derechos de aquellos ciudadanos etiquetados como 

delincuentes. Dichas limitaciones en la ley acerca de la prisión preventiva 

provienen de la naturaleza misma de esta medida judicial, así como de su 

aplicación y de los cuestionamientos que surgen a lo largo del proceso legal.  

Bermúdez y Espín (2021) sostienen que la implementación de la prisión 

preventiva en Ecuador y Chile, en lo que respecta a la presunción de inocencia y 
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a la libertad del acusado, depende de la manera en que se llevan a cabo las 

actuaciones judiciales. Aún persisten desacuerdos sobre la relación entre la 

prisión preventiva y el principio de inocencia, a pesar de que la legislación 

existente ofrece alternativas que no infringen dichos principios constitucionales. 

A pesar de esto, las condiciones del proceso judicial han llevado a las autoridades 

a recurrir a la prisión preventiva solo como un último recurso. En ambos países, 

esta medida implica la restricción de la libertad y la autonomía del individuo 

acusado, lo que incluso contradice las leyes de cada nación. Esta situación es 

motivo de concernimiento, ya que impacta de manera significativa en los 

derechos humanos de los ciudadanos. Frecuentemente, las autoridades judiciales 

han establecido un conjunto de normas y criterios que justifican la imposición de 

esta medida que privará de libertad al acusado. Sin embargo, aún existen lagunas 

y deficiencias en la investigación sistemática sobre el derecho universal a la 

presunción de inocencia y a la libertad que asiste a cualquier individuo. La 

imposición de esta medida sin justificación adecuada resulta perjudicial para los 

derechos del acusado, lo cual es percibido como una forma de castigo anticipado 

que no solo limita su autonomía, sino que también contribuye al hacinamiento en 

las prisiones y afecta su entorno familiar, laboral y social, entre otros aspectos. 

Esta problemática se agrava aún más para aquellos que son el único sustento de 

su hogar, ya que no solo se atenta contra los derechos del acusado, sino también 

contra los de su familia. Por este motivo, es aconsejable que, en ausencia de 

fundamentos sólidos para establecer prisión preventiva, el acusado pueda 

enfrentar su juicio en libertad, de manera que no se vea gravemente perjudicada 

su vida cotidiana y su entorno familiar. Esta medida podría ser sustituida por una 

detención preliminar en caso de que el acusado no se presente ante la autoridad 

judicial para su juicio, sin obstaculizar el debido proceso. En este contexto, se 

llevaría a cabo una audiencia pública donde se abordarían las razones que 

motivaron el incumplimiento del acusado en el desarrollo del juicio en libertad. 

Al mismo tiempo, el juez deberá establecer los argumentos que sustenten 

adecuadamente la decisión de cambiar el juicio de libertad a uno bajo prisión 

preventiva, asegurando la garantía del debido proceso y sin menoscabar los 
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derechos de presunción de inocencia y libertad del acusado.  

1.6.2. Antecedentes nacionales 

Martínez (2021), en su trabajo titulado: Los factores de la prisión preventiva y su 

impacto en la aplicación de esta modalidad en la Corte Superior de Justicia del 

Santa, 2018 – 2019, se propuso analizar el vínculo que existe entre los factores 

de la prisión preventiva y el problema relacionado con su eficacia en la 

mencionada entidad judicial. Metodología: utilizó un enfoque no experimental 

correlacional, dirigiéndose a la población total de 20 jueces de la Corte Superior 

de Justicia de Santa. Los resultados obtenidos fueron los siguientes: el 66. 25% 

de los jueces indicaron que se han dado a conocer los factores para la prisión 

preventiva en esta Corte dentro de la dimensión jurídico penal; el 58. 75% 

afirmaron que se ha presentado adecuadamente el principio de proporcionalidad 

en la esfera jurídico constitucional; el 62. 50% confirmaron que conocen el 

concepto de criterio al tomar decisiones sobre la dimensión de la presunción de 

inocencia; el 66. 66% manifestaron que al dictar prisión preventiva no se 

vulneraron los derechos fundamentales del acusado. Conclusión: el coeficiente 

de correlación de 0. 847 revela la presencia de una relación positiva muy fuerte 

entre los factores de la prisión preventiva que facilitarían su aplicación (p. 7). 

Baca (2021), en su investigación titulada: Cumplimiento del primer presupuesto 

material sobre la prisión preventiva en las solicitudes de detención hecha en 2018 

en la Segunda Fiscalía Corporativa del Cusco, se propuso determinar si en ese 

contexto judicial se satisface el requisito de demostrar que hay elementos de 

convicción sólidos y serios que permitan considerar razonablemente que se ha 

cometido un delito en el que el acusado es visto como el perpetrador, durante las 

solicitudes de prisión preventiva en el 2018. En cuanto a la metodología: se 

utilizó un enfoque de investigación interpretativa dogmática, un nivel descriptivo 

y un enfoque cuantitativo. Como resultado: se constató que en la mencionada 

instancia judicial se cumplen los requisitos de elementos de convicción serios y 

fundamentados que permiten suponer de manera razonable la realización de un 

delito que asocia al acusado ya sea como autor o cómplice, en las solicitudes de 
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detención provisional a lo largo del 2018, donde se presentaron ante el tribunal 

las pruebas y fundamentos acerca del delito cometido, (p. xi). 

Portugal (2021), en su tesis: Control de convencionalidad y solicitudes de prisión 

preventiva por delitos relacionados con el tráfico ilegal de drogas en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro, 2021, tuvo como meta principal analizar la conexión que 

existe entre el control de convencionalidad y las solicitudes de prisión preventiva 

en los casos de tráfico ilegal de drogas en dicha instancia judicial durante el año 

2021. En términos de metodología: se optó por un enfoque cualitativo basado en 

la teoría fundamentada, utilizando técnicas de estudio documental y entrevistas, 

con herramientas de investigación que incluyeron una guía para el estudio 

documental y otra para las entrevistas. Se llevaron a cabo entrevistas para obtener 

información relevante de tres fiscales y dos abogados con amplia experiencia en 

Derecho Penal. En conclusión: se ha confirmado que hay una conexión 

significativa entre el control de convencionalidad y las solicitudes de prisión 

preventiva en casos de tráfico ilegal de drogas. La pronta resolución por parte de 

la autoridad judicial que lleva a la imposición de la medida de coerción personal 

requiere, sin excepción, que el Juez de Investigación Preparatoria haga una 

adecuada fundamentación de las solicitudes de prisión preventiva (Portugal p. 

VI). 

1.6.3. Antecedentes regionales 

Palomino (2021) en su tesis intitulada: La conclusión anticipada y la rapidez 

procesal en los crímenes de comercio ilegal de sustancias estupefacientes, 

Huamanga-2021, buscó determinar cómo la conclusión anticipada favorece la 

rapidez procesal en dicho delito. Metodología: enfoque cualitativo, diseño basado 

en teoría fundamentada, tipo básico, técnica de entrevista, análisis documental, 

doctrinal y normativo; e incluyó herramientas como guías de entrevista y análisis 

documental doctrinal y normativo, que fueron utilizadas con abogados 

especializados en Derecho Penal y representantes del Ministerio Público, tales 

como fiscales o asistentes fiscales. Resultados: Se logró afirmar que la eficacia 

en la conclusión anticipada apoya la rapidez procesal en los delitos de comercio 
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ilegal de drogas en Huamanga, 2021, en donde la decisión del fallo judicial en un 

tiempo reducido conlleva para el acusado el acceso a una justicia rápida y 

eficiente (p. 6). 

Medina (2022), en la tesis titulada: El comercio ilegal de drogas en el delito de 

lavado de activos en Ayacucho – 2021, tuvo como objetivo principal describir el 

tratamiento legal del delito de tráfico ilícito de sustancias en relación con el 

delito de lavado de activos en el mencionado Distrito Judicial. Metodología: 

enfoque cualitativo, tipo básico, técnicas de entrevistas y análisis documental, 

con instrumentos como guías de entrevistas y de análisis documental. 

Resultados: Se logró especificar el tratamiento jurídico en el delito de lavado de 

activos, evidenciándose la existencia de la autonomía procesal de dicho delito, 

aunque sin sustantividad autónoma, lo que implica necesariamente que debe 

ocurrir un delito anterior, que en este contexto es el tráfico ilícito de drogas, 

requisito esencial para que el delito de lavado de activos exista, a pesar de tener 

una ley autónoma que regula su tipificación, la cual presenta limitaciones y 

frecuentemente se observa que es menos efectiva. Conclusión: En Perú, los 

mecanismos para abordar esos delitos son insuficientes e incluso escasos. Se 

anticipa la adopción integrada de normativas judiciales y modificaciones 

normativas acorde con la evolución del crimen organizado, para lo cual se 

requiere el uso de recursos tecnológicos, financieros y figuras legales aplicables 

al proceso de lavado de activos, así como su acomodación, estratificación e 

integración de capital ilícito (p. 06). 

1.7. Marco teórico 

Prisión Preventiva 

La detención provisional ordenada por el poder judicial para arrestar a un individuo 

sospechoso de un crimen se fundamenta en una justificación adecuada que respalda esta 

acción. Esto conlleva a la restricción de su libertad personal antes de que se establezca 

legalmente su culpabilidad. En este contexto, suelen surgir tensiones entre dos intereses 

valiosos: la presunción de inocencia y la autonomía. Por un lado, se debe considerar el 
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principio de que ningún individuo puede ser considerado culpable hasta que no se haya 

demostrado que cometió un delito. Por el otro, el gobierno enfrenta la obligación de 

perseguir y castigar a aquellos que infringen la ley y afectan los derechos humanos 

establecidos en la normativa. Para asegurar que la persona acusada esté presente durante 

todo el proceso judicial que enfrenta, se deben ofrecer las garantías legales y efectivas 

necesarias para que el juicio ocurra de manera justa, sin riesgos procesales de ningún tipo, y 

al concluir, se imponga la sanción correspondiente si se determina que la persona acusada 

es culpable del delito que se le atribuye. 

En la detención preventiva, el riesgo se manifiesta en dos direcciones. En primer lugar, se 

encuentra la posibilidad de que una persona inocente sea arrestada, lo que resulta en la 

violación de sus derechos y genera consecuencias inevitables en su vida familiar, así como 

en su desempeño en el ámbito económico, laboral y social. En segundo lugar, un individuo 

que se enfrenta a un proceso judicial en libertad podría tratar de entorpecer la investigación 

con el objetivo de evitar ser acusado de un delito. Este comportamiento puede desembocar 

en la obstrucción del procedimiento judicial en su contra, ya sea mediante su escape, 

mediante tácticas evasivas o mediante amenazas a la integridad de las pruebas. Esto se 

produce cuando las autoridades judiciales no toman medidas adecuadas para prever estos 

riesgos procesales, lo que pone en jaque la efectividad y el éxito del proceso judicial 

(Gabriel Chávez, Tafur – Revista N° 227).  

1. Contexto Peruano 

En Perú, en el año 2004 se adoptó oficialmente el Nuevo Código Procesal Penal, y luego, 

en julio de 2006, comenzó la reforma procesal mediante la fase de implementación de este 

código de forma gradual. Desde 2012, su aplicación se restringió a 21 distritos judiciales, 

dejando en suspenso a los distritos de Ucayali, Loreto, Lima y Callao. Con la fuerza del 

Nuevo Código Procesal Penal se han llevado a cabo significativas reformas en la 

administración de la justicia penal, logrando un balance más justo con eficacia en su 

aplicación, fomentando el respeto a las garantías constitucionales y judiciales, 

transformando el sistema inquisitivo en uno acusatorio, con un enfoque metodológico 

basado en la oralidad como pilar esencial del proceso penal, y esa misma línea es utilizada 

para abordar la información que garantice la toma de decisiones justas. Este nuevo enfoque 
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asegura una clara diferenciación de roles en la investigación del delito entre la fiscalía y la 

policía, donde la fiscalía dirige toda la investigación en el marco judicial, colaborando con 

la policía nacional, que se encarga de realizar las investigaciones técnicas y operativas. Al 

mismo tiempo, se establecen las garantías necesarias para que el acusado pueda ejercer su 

defensa de manera activa y presencial ante el juez. En resumen, el Nuevo Código Procesal 

Penal de 2004 tiene un carácter acusatorio, oral y público. 

Tomando como base el Nuevo Código Procesal Penal, el Instituto de Defensa Legal ha 

planteado como objetivo principal aportar soluciones a las preguntas fundamentales sobre 

la prisión preventiva. Además, se examinan y estudian las audiencias y registros judiciales, 

formando una base de datos y criterios que se pondrán a disposición del público en general, 

junto con otros materiales y recursos judiciales, que contribuyen al avance de la justicia 

previa en América Latina, promoviendo el uso razonable y excepcional de la detención 

preventiva como medida cautelar.  

2. Características comunes a los casos y detenidos en prisión preventiva 

En Perú, desde el año 2004, cuando se implementa el Nuevo Código Procesal Penal, la 

utilización de la detención preventiva como una medida cautelar se ha discutido en 

audiencias públicas. En estas audiencias, los acusados están presentes junto a sus abogados, 

y se realizan dentro de los plazos máximos establecidos por la ley, además de depender de 

la decisión del juez, quien no aplicará la prisión preventiva de forma obligatoria para 

ciertos delitos. Las detenciones que se llevan a cabo por la policía nacional por un periodo 

de 9 meses, como norma general y siguiendo órdenes judiciales, suelen ser cuestionadas de 

manera limitada y con cierta cautela en cuanto a su legitimidad, dado que la defensa del 

acusado es muy vulnerable. Por lo tanto, es recomendado que el juez que esté llevando a 

cabo la investigación revise con más atención la obligatoriedad y la justificación de la 

detención previa. Asimismo, es necesario cambiar la actitud sumisa observada en jueces y 

fiscales respecto a la definición legal de la residencia y del arraigo laboral del acusado, 

elementos que se consideran para imponer la prisión preventiva. Esto afecta de manera 

negativa los derechos de los grupos sociales en desventaja que no tienen acceso a un 

establecimiento fijo o un empleo como lo estipula la norma (Chávez – Revista N° 227).  
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3. Prisión Preventiva y sus efectos en la Resolución de un Caso Penal 

Las condiciones de las garantías en el proceso penal para una persona acusada son 

fundamentadas por el principio de pruebas, que exigen ser protegidas a través de una 

medida cautelar coercitiva, la cual es conocida como prisión preventiva. Su propósito es 

asegurar que el juicio del acusado se lleve a cabo dentro del marco adecuado del debido 

proceso penal, donde el procesado esté presente y la fase de recopilación de pruebas se 

desarrolle de manera correcta. Del desarrollo de este procedimiento judicial, el dictamen 

final puede validar la acusación del fiscal o, en cambio, favorecer al acusado. No 

necesariamente resulta en una condena del acusado. 

A medida que avanza el proceso penal, el acusado inicia la primera solicitud, como lo 

indican las investigaciones, donde el 89% de los casos de prisión preventiva concluyen en 

una sentencia condenatoria. Esto se debe a que las acciones del imputado provocan que el 

juez imponga su prisión provisional para salvaguardar el debido proceso judicial. Si el 

acusado enfrenta el juicio en libertad, la probabilidad de recibir una sanción disminuye, y 

las apelaciones a las decisiones son menos comunes. Por otro lado, en los casos donde se 

mantiene el arresto preliminar, las apelaciones realizadas poseen un efecto mínimo a favor 

del acusado. Este elevado porcentaje de detenciones temporales que terminan en sentencias 

condenatorias demuestra que las prisiones preventivas como medida cautelar son efectivas 

cuando están bien fundamentadas y adecuadamente justificadas. En este contexto, el 

principio de pruebas ha cumplido su función de asegurar que el juicio se desarrolle dentro 

del debido proceso y de garantizar la presencia del acusado en las audiencias en su contra 

hasta la decisión final. A pesar de estos logros alcanzados por la prisión preventiva, durante 

el juicio oral, esta medida cautelar es vista como un elemento que incrementa la 

culpabilidad del acusado. Esta situación puede ocasionar demoras en la búsqueda de la 

verdad y la evaluación por parte de la autoridad judicial, prolongando tanto la prisión 

preventiva como el juicio en contra del acusado (Chávez – Revista N° 227).  

1.7.1. Presupuestos de la Presión Preventiva 

La solidez constitucional de los criterios formales para la prisión preventiva 

requiere que los poderes judiciales los analicen minuciosamente. En el Capítulo 

VI del Título Preliminar del Código Procesal Penal de Perú se establece cómo 
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deben ser aplicados dichos criterios y quién está a cargo de definirlos en relación 

con la ejecución del arresto temporal. La detención preliminar actúa como una 

medida cautelar que restringe varios derechos fundamentales del acusado, los 

cuales están reconocidos en la Constitución Política del Perú. Por ello, esta 

acción solo puede ser ordenada por una instancia judicial que garantice 

adecuadamente el respeto a los derechos nacionales. En este contexto, la 

aplicación de dicha medida debe estar bien fundamentada, basándose en pruebas 

razonables que sean coherentes y claras con respecto a la naturaleza y el objetivo 

de esta medida coercitiva, teniendo en cuenta los derechos que se ven afectados y 

aplicando el principio de proporcionalidad. De acuerdo al Código Procesal Penal, 

los siguientes requisitos insustituibles y limitaciones de derechos deben ser 

considerados para la prisión preventiva: 

 Se debe llevar a cabo una audiencia dentro de las 48 horas posteriores a la 

detención preliminar. 

 Es necesario que exista un Requerimiento formal por parte del Ministerio 

Público. 

 El fiscal que solicite la presencia del imputado deberá estar presente en la 

audiencia, junto al acusado y su abogado. En caso de que el abogado no 

asista, se le designará un defensor público. 

  La autoridad judicial llevará a cabo la emisión del dictamen. 

  La identificación de los criterios y la ejecución del arresto preventivo 

debe tener un respaldo adecuado en la legislación. 

  La decisión judicial debe ser adecuadamente justificada. 

  Para que se emita una resolución excepcionalmente, es necesario realizar 

un análisis exhaustivo que descarte la necesidad de medidas coercitivas 

menos severas. 

  De acuerdo con las normativas pertinentes y la jurisprudencia vigente, se 

debe aplicar la medida coercitiva contemplando el principio de 

proporcionalidad. Esto implica que la autoridad judicial debe hacer un 
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análisis profundo y luego justificar adecuadamente los elementos que 

conducen a la decisión de aplicar la detención preventiva. 

  Los fundamentos para solicitar la prisión preventiva son: la necesidad de 

mantener el orden público, el riesgo de que el acusado impida la 

investigación, la posibilidad de fuga del inculpado, la previsión de que 

el imputado pueda cometer nuevos delitos en el futuro, y la necesidad de 

proteger a la víctima de sus acciones delictivas. 

En Latinoamérica, así como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

opinan que las detenciones preliminares deben valorarse en función de alcanzar 

los objetivos procesales, considerando que pueden surgir dos tipos de riesgos: 

1) Debido al riesgo presente de que el acusado interrumpa el desarrollo 

de la investigación, lo que podría afectar el descubrimiento de la verdad sobre 

sus conductas delictivas. 

2) La posibilidad inmediata de que el acusado logre eludir la justicia, ya 

sea huyendo o implementando tácticas que alteren o frustren la efectiva 

aplicación del derecho penal en el proceso de prueba.  

Teoría de los presupuestos 

La prisión preventiva en un juicio penal puede reflejar la eficacia o ineficacia del 

sistema judicial, y también indica la seriedad del comportamiento del acusado en 

relación con el caso que enfrenta. En la práctica del derecho penal, existen 

alteraciones, abusos o desviaciones en la aplicación de la prisión preventiva que 

afectan la correcta administración de justicia. Los excesos en esta medida son un 

indicativo de las limitaciones legales y los obstáculos en la aplicación real de los 

lineamientos previstos por los tratados internacionales. Es fundamental llevar a 

cabo un trabajo doctrinal que busque desarrollar un nuevo modelo que refuerce 

los principios esenciales para la detención inicial y el debido proceso, así como 

para asegurar que el acusado sea juzgado en un lapso razonable. La normativa 

relacionada con los criterios ha incorporado las contribuciones de los 

profesionales del derecho penal de Perú y del contexto internacional, con el 

propósito de mejorar este mecanismo judicial. 
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1.7.1.1. Presencia de la motivación 

La decisión judicial debe estar adecuadamente justificada, explicando de manera 

precisa las razones y propósitos detrás de la misma, así como los elementos de 

convicción que condujeron a su adopción. Para establecer la verdad en un juicio 

penal, es esencial presentar una argumentación sólida que indique lo que se debe 

resolver dentro de los plazos fijados y en conformidad con la normativa vigente. 

Una justificación bien fundamentada de una decisión judicial permite a las partes 

involucradas en el proceso penal (la fiscalía y el acusado) entender claramente 

las razones y fundamentos que llevaron a la autoridad judicial a tomar esa 

medida. Esta resolución puede ser revisada por el Tribunal Superior para 

garantizar que se aplique adecuadamente el derecho penal en un caso específico. 

Es fundamental que la justificación de la decisión judicial esté respaldada por 

una clara determinación de los hechos que se imputan al acusado. Esta 

justificación debe estar lógicamente reflejada en el contenido de la decisión y no 

solo depender de la definición de la norma aplicable, sino que también debe 

contemplar una adecuada observación o sugerencia sobre cómo se aplicará la ley 

en una realidad y caso particular. 

En la decisión judicial, la justificación adecuada es un requisito imprescindible. 

Sin embargo, existen situaciones en las que sólo contar con una justificación no 

basta, ya que debe estar asociada a los hechos del proceso judicial, alinearse con 

la norma vigente, y basarse en un razonamiento explicativo, entre otros aspectos 

que confieran sentido a la decisión emitida. Cuando una resolución carece de una 

base adecuada, genera desconfianza y dudas sobre las acciones de la autoridad 

judicial. Por esta razón, es imperativo que cada decisión judicial esté bien 

fundamentada, sustentada con requisitos esenciales que sean válidos desde el 

punto de vista jurídico, lógico y práctico. En el contexto jurídico peruano, esta 

cuestión es determinante, repetida e incluso puede llevar a excesivos formalismos 

en la sustentación que respalda la decisión judicial emitida (Dr. Francisco Javier 

Ezquiaga Ganuzas). 
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1.7.1.2. Principios que demarcan la prisión preventiva 

Hay tres conceptos que deben ser considerados en la resolución judicial que 

impone la detención preventiva de un acusado, y estos están relacionados con los 

acontecimientos, la legislación penal actual y los derechos humanos del acusado. 

Entre estos conceptos, es importante señalar aquellos que se vinculan con los 

derechos humanos del acusado, como la libertad individual. Para el Ministerio 

Público, la libertad del individuo es el foco y la meta de sus acciones legales. El 

Estado, a través del sistema de justicia, protege la libertad y el derecho a la 

legalidad. Según el Tribunal Constitucional, la libertad es un principio 

fundamental que las autoridades judiciales deben considerar al tomar la decisión 

de ordenar la detención preventiva de un acusado, puesto que esto afecta a varios 

derechos de la persona y tendrá repercusiones en su entorno familiar, social, 

laboral y económico. Por lo tanto, la prisión preventiva debe aplicarse de manera 

excepcional y no como una norma habitual del proceso penal.  

La justicia se sopesa entre el derecho y el bien jurídico 
 

De acuerdo con el principio que aboga por las libertades, el tribunal 

constitucional establece un precedente en el asunto de Juliana Yamoja, 

destacando los defectos en la motivación de las decisiones, y afirmando que, en 

tales situaciones, se limita un derecho fundamental como es la libertad personal. 

La motivación debe estar respaldada por argumentos sólidos; no puede 

considerarse adecuada si las resoluciones y sus justificaciones son triviales. En el 

contexto de la prisión preventiva, es necesario que haya una motivación más 

sustancial que deba ser expresada. 

Los argumentos presentados por la defensa durante la audiencia deben explicar 

cómo los planteamientos de la fiscalía se fundamentan de manera adecuada; no 

cualquier tipo de justificación resulta suficiente. La razón detrás de la restricción 

de la libertad personal hace que esto cobre especial relevancia. Esto se aplica a 

cada uno de los argumentos formulados por la fiscalía, que deben ser presentados 

de forma contundente, ya que limitar la libertad de un individuo es un asunto 

delicado. El tribunal constitucional reconoce el principio de proporcionalidad que 
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se divide en tres subprincipios: el de proporcionalidad, el de necesidad y el de 

idoneidad, todos en un contexto estricto. 

En lo que respecta al subprincipio de idoneidad, el fiscal debe establecer 

claramente el objetivo que desea alcanzar con la medida que propone, 

especificando el fin que persigue y dándole una justificación concreta en lugar de 

sólo mencionar un propósito. En el caso de delitos graves que llevan a la prisión 

preventiva, es crucial detallar el objetivo específico que la medida debe cumplir, 

llegando al subprincipio de necesidad. Es esencial determinar si el objetivo ya 

previsto por el fiscal podría ser alcanzado mediante otras medidas igualmente 

efectivas, pero menos restrictivas para los derechos. 

Por esa razón, es fundamental ser coherente con el principio que defiende las 

libertades, ya que la norma básica es la libertad, y las demás medidas reconocidas 

por el sistema judicial no son relevantes en este contexto. Esto permite un 

análisis del subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto, indicando que, 

dado que la justicia implica un equilibrio, es necesario sopesar el derecho que se 

va a restringir con el bien material que se intenta proteger. 

Primero que nada, los derechos individuales no siempre son categóricos. En 

situaciones de tráfico ilegal de drogas, que son extremadamente serias, la acción 

tomada debe estar en línea con la Constitución, respetando este principio. El 

derecho que se busca proteger es la salud pública, lo que implica una limitación a 

la libertad individual. No solo se trata de restringir la libertad, ya que, al privar a 

alguien de su libertad, también hay otros derechos que se ven afectados, 

especialmente si esa persona es el único proveedor de su familia. No solo se 

perjudica su libertad personal, sino que también se considera que el estado tiene 

la responsabilidad de salvaguardar a la familia. Por lo tanto, no solo estamos 

hablando de un derecho colectivo, sino igualmente de un derecho individual. Los 

derechos que pueden verse comprometidos corresponden a los tres principios que 

se destacaron y que deben ser respetados al aplicar medidas de coerción en el 

caso de arresto preventivo. 

(Dr. Jefferson G. Moreno Nieves Especialista en Derecho Penal - Categorías 

Noticias)  
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1.7.1.3. El contenido de la motivación 

Los elementos de convicción se refieren a la evaluación razonable del delito 

cometido que vincula al acusado, mientras que el juez debe detallar la relación de 

las pruebas que preliminarmente ligan al acusado con el hecho en cuestión. La 

decisión sobre la pena debe considerarse ya que la argumentación podría sugerir 

una encarcelación de más de cuatro años de acuerdo a lo estipulado en el Código 

Penal. 

El riesgo legal durante el arresto provisional se refleja en la posibilidad de que el 

acusado se fugue y en la potencial obstrucción del proceso por parte del mismo, 

como se menciona en los artículos 269 y 270 del Código Procesal Penal. 

a. El riesgo legal (posibilidad de fuga) se establece al revisar varios criterios que 

pueden presentarse a lo largo del proceso penal, y que se relacionan, entre otras 

cosas, con la estabilidad de la residencia, vínculos familiares, la ocupación del 

acusado; la severidad de la pena que podría resultar del procedimiento; el 

comportamiento del acusado durante el proceso en relación a su intención de 

someterse a la acción penal; y su vinculación a una organización delictiva. Todas 

estas acciones formulan un juicio de convicción en el juez sobre el compromiso 

del acusado con el proceso y la probabilidad de que no evite la justicia, según lo 

indicado en el artículo 269 del Código Procesal Penal. 

b. Así mismo, el riesgo legal (posibilidad de obstrucción del proceso) se 

relaciona con la interferencia del acusado que se encuentra libre (autonomía), el 

desenlace del proceso, donde puede considerarse una amenaza razonable para el 

resultado, que puede reconocerse como un riesgo tangible del acusado al influir o 

interferir en pruebas, destrucción, alteración o falsificación de elementos 

probatorios, así como también influenciar a otros coacusados. La presencia de 

estos factores vinculados con la obstrucción del proceso debe ser evaluada por el 

juez en cada caso concreto, para establecer indicios sólidos de su existencia, y así 

fundamentar la decisión sobre la prisión preventiva, requiriendo una justificación 

especial. (LP pasión por el derecho – 2018).  
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1.7.2. Delito de tráfico ilícito de droga 

El comercio ilegal de estupefacientes refleja un comportamiento que indica una 

creciente aceptación social en Perú. La constante cobertura en los medios ha 

transformado este fenómeno en algo tan habitual que la gente común empieza a 

ver el narcotráfico como un rasgo de nuestra cultura. 

Parece que, en la actualidad, "involucrarse" en el tráfico de drogas ya no tiene la 

misma percepción negativa que en años anteriores. De acuerdo con los datos, 

cada vez más peruanos se suman a esta actividad. Tal vez, el cambio en la 

percepción social esté relacionado con la búsqueda de una vida fácil y la 

asociación con otros narcotraficantes. En este contexto, se han interiorizado dos 

categorías principales de narcotraficantes. Por una parte, está el “paquetero”, y 

por otra, también se reconocen a los traficantes de Norteamérica y Colombia. 

Así, en ambos casos, los tipos de traficantes de droga reflejados en los medios de 

comunicación o en las secciones policiales son similares. 

Además, se deben considerar los casos destacados de la captura de 

narcotraficantes internacionales de gran nivel, donde ha quedado claro ante la 

sociedad que estos individuos no son personas marginadas o sin valor, y mucho 

menos “pistoleros”. Todo lo contrario, a través de estas figuras del narcotráfico, 

se ha evidenciado que hay funcionarios públicos de alto rango, personajes 

reconocidos en la política o ejecutivos prominentes; quienes poseen un prestigio 

y una posición social que minimizan una opinión radicalmente desfavorable, 

apoyados por quienes los rodean en su esfera laboral, familiar o comunitaria.  

Teoría de tráfico ilícito de drogas 

Es importante destacar que la manifestación del tráfico de drogas no lícitas es 

más adecuada para juzgar el fenómeno del narcotráfico. En primer lugar, no todo 

tipo de tráfico involucra sustancias ilegales; algunas drogas están disponibles 

legalmente en farmacias o dispensarios. Por otro lado, no toda droga que se 

vende de manera ilegal califica como narcótico. Desde esta perspectiva, cuando 

hablamos de drogas, nos referimos a “cualquier sustancia, ya sea de origen 
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natural o sintético, que, al ser ingerida por un ser humano de cualquier forma, 

provoca en mayor o menor grado, efectos de estimulación o depresión en la 

personalidad del consumidor, así como alteraciones en su estabilidad emocional, 

modificando sus percepciones sensoriales y creando una necesidad constante de 

su ingesta”. Esta definición se relaciona con sustancias ilegales como la cocaína, 

la marihuana, entre otras. A partir de este entendimiento, se clarifica que el 

tráfico ilícito de estas sustancias es una actividad prohibida que pervierte el 

consumo humano de drogas peligrosas, narcóticos o psicotrópicos, afectando la 

convivencia social y comprometendo el bienestar y la salud de la comunidad, con 

bases en las normativas establecidas en los artículos 296 a 298. 

Los estupefacientes consumidos son considerados sustancias peligrosas: 

• Pasta básica de cocaína 

• Clorhidrato de cocaína 

• Cannabis y sus derivados 

• Estimulación psicoactiva 

• Así como el delito relacionado con la materia prima que es la hoja de 

coca.  

Dimensiones de la Variable Dependiente 

El estudio presenta una clara definición de las variables y dimensiones, así como 

un diseño adecuado de la tabla de definiciones, para la creación de un 

cuestionario que mide la interacción con entornos psicosociales. Este proyecto 

fue llevado a cabo dentro de una investigación en Psicología Social cuyo objetivo 

es: Delimitar el entorno psicosocial que refleja la identidad de un estudiante 

universitario actual y examinar las repercusiones que esos contextos tienen sobre 

la identidad de los jóvenes estudiantes. La definición de las variables y 

dimensiones del instrumento para la creación de las pruebas requiere una revisión 

teórica de la bibliografía vigente y la evaluación por parte de especialistas. Se 

identifican varias variables y dimensiones en relación a cinco contextos 
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psicosociales clave para los jóvenes universitarios: familiar, socio-emocional, 

vínculos publicitados en línea, laboral y académico. El análisis de expertos 

proporciona argumentos sólidos sobre la relevancia y la consistencia del 

proyecto. Se sugiere utilizar la tabla de determinaciones elaborada para construir 

un cuestionario que evalúe la interacción del estudiante joven con sus entornos 

psicosociales, (Doria Medina, 2016).  

1.7.2.1. El contenido de la motivación 

El objetivo del proyecto fue analizar la presunción de inocencia y el derecho a la 

libertad que faciliten una utilización más sencilla de este mecanismo cautelar 

penal solicitado por la fiscalía y apoyado por los jueces de garantías penales, 

poniendo especial atención en el derecho a la libertad personal (física) y la 

presunción de inocencia en un estado constitucional. Se alcanza la conclusión de 

que, a pesar de los avances normativos, doctrinales y jurisprudenciales tanto a 

nivel nacional como internacional, persiste un limitante en su aplicación, lo que 

provoca repercusiones jurídicas que infringen un derecho fundamental como lo 

es la libertad física y la presunción constitucional de inocencia (Socoto, 2019). 

La motivación relacionada con los elementos probatorios que sugieren con certeza 

la realización de un delito vinculado al individuo, obliga al juez a detallar qué 

pruebas corresponden en primera instancia al acusado respecto al hecho que se le 

atribuye. La justificación sobre la pena a imponer se apoya en el argumento de que 

sea, posiblemente, mayor a cuatro (4) años de privación de libertad. El riesgo 

procesal se define por el temor a que el acusado pueda huir (residencia habitual, 

vínculos familiares o empleo) y a que pueda obstruir el proceso (interferencia del 

acusado en libertad con relación a los procedimientos y resultados del proceso) (La 

Ley, 2017).  

1.7.2.2. Defectos de la motivación 

Las entidades judiciales que aseguran justicia no tienen un apoyo apropiado para 

las justificaciones de absolución a favor de un acusado; además, resulta algo 

contradictorio descalificar las resoluciones por no atender las garantías 

constitucionales en la motivación de los fallos. 
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El proceso adecuado es un derecho que implica la claridad de los elementos en la 

justificación de las decisiones de los administradores de justicia, quienes deben 

exponer razones objetivas para llegar a sus conclusiones. Las bases deben surgir 

de la normativa legal relevante al caso y de los hechos presentados a lo largo del 

proceso (Corte Suprema de Justicia de la República Sala Penal Transitoria – 

2021). 

La solicitud válida para impulsar las decisiones procesales al enviar la justificación 

sobre la orden de prisión preventiva es una responsabilidad estricta para evitar una 

sanción arbitraria en la decisión jurídica, tomándose en cuenta los factores 

imparciales al declarar un arresto provisional, considerando los elementos 

adicionales que establecen y resuelven un riesgo jurídico. La formalidad de la pena 

en relación al comportamiento acusatorio presenta fallas por sí sola para demostrar 

la efectividad del riesgo de fuga. 

Por lo tanto, el TC señala que no se observa una justificación adecuada respecto al 

peligro de evasión, lo que legitima la aplicación de una medida de diez meses de 

arresto provisional contra el beneficiado, lo cual afecta el componente de la 

motivación de la decisión jurídica. 

A través de la justificación, se garantiza que la gestión de equidad se realice 

conforme a la naturaleza y a las leyes (artículo 138 de la Constitución); los litigantes 

de la justicia deben presentar de manera efectiva el alegato legítimo. En lo que 

concierne al arresto provisional legal, la imposición de la pena que respalda la 

debida justificación al adoptar la medida debe asumir un compromiso riguroso para 

aclarar cualquier ilegalidad en la decisión judicial (TC 2021).  

Las decisiones judiciales se elaboran con una justificación que es un aspecto 

fundamental del Derecho, lo cual está estipulado en el artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú. 
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Según lo mencionado en el Artículo 139, la justicia implica que las resoluciones 

judiciales deben estar motivadas, a excepción de los simples trámites, siempre en 

relación con la ley, para ofrecer una base sólida. 

Este deber de motivar no solo es responsabilidad del juez, ya que otros organismos 

no jurisdiccionales también deben cumplir con esto, como el tribunal fiscal y el 

tribunal administrativo. 

Observamos que la evaluación de excepciones en el proceso sugiere que el juez se 

basa en el caso específico para sustentar su decisión. Sin embargo, esto no puede ser 

exhaustivo porque la justificación basada en hechos no se puede remitir, lo que 

significa que no hay casos similares; además, se deben identificar los respaldos 

legales. 

Cuando el tribunal constitucional enfrenta una alta carga procesal, decide rechazar 

casos que carecen de fundamento relevante; estas acciones no están especificadas en 

el artículo 139. 5 y se consideran meramente administrativas, donde los tribunales 

llevan a cabo estas actividades. 

Es relevante destacar que la adecuada motivación se convierte en un criterio de 

admisión para las demandas. Asimismo, las justificaciones judiciales pueden ejercer 

una "presión" sobre los tribunales para que se alineen con el sistema jurídico y 

mejoren la motivación de sus decisiones a través de resoluciones más completas. 

En la jurisprudencia nacional, el Tribunal Constitucional ha afirmado que la debida 

motivación es un componente del derecho a un debido proceso, debe estar presente 

en los procedimientos para que la resolución refleje de manera clara y precisa lo que 

se discute respecto a los puntos conflictivos, según lo señalado por la Sala Civil 

Transitoria de la Corte Suprema de la Republica (Pérez 2005: 04). La motivación se 

deriva de las resoluciones que demuestra la lógica del juez, garantizando así una 

protección contra el posible juicio arbitrario. 
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El Tribunal Constitucional ha definido este derecho esencial en fallos que 

establecen precedentes jurisprudenciales, resaltando supuestos como los siguientes: 

a) La ausencia de una motivación genuina. "No hay duda de que se infringe el 

derecho a una decisión debidamente motivada cuando esta es inexistente o 

solamente aparente, de tal manera que no explica las razones mínimas que 

sustentan la decisión o no responde a los argumentos presentados por las 

partes implicadas, o cuando solo intenta cumplir un formalismo, 

amparándose en frases vacías de contenido fáctico o jurídico". Es importante 

mencionar que una motivación válida implica ser capaz de identificar la 

determinación del magistrado para evitar una decisión arbitraria. 

b) la ausencia o poca motivación intrínseca de la lógica. "La ausencia de 

motivación interna en el razonamiento se manifiesta en dos aspectos. En 

primer lugar, cuando hay una invalidez en la conclusión que se deriva de las 

premisas que previamente establece el Juez en su fallo; y, Por otro lado, 

cuando hay inconsistencias en la narración, esto termina configurando un 

discurso completamente desordenado que no logra expresar de manera clara 

las razones que respaldan la decisión (…)”. El juez debe entender y utilizar 

la inferencia lógica correcta siguiendo un orden lógico y evitar las 

incoherencias en la narración para validar la decisión 

c)  La falta de motivación externa. “(…) Si un juez, al justificar su fallo, ha 

determinado que existe un daño; luego, ha concluido que “X” es responsable 

de ese daño, pero no ha proporcionado una explicación sobre cómo se 

conecta el hecho con la actuación de “X” en dicho caso, nos encontraríamos 

ante una falta de justificación de la premisa fáctica y, como consecuencia, la 

aparente adecuación formal del argumento y de la decisión podrían ser 

evaluadas por el juez por una deficiencia en la justificación externa de su 

razonamiento”. 
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d) La insuficiencia en la motivación. “Se alude al mínimo de justificación 

requerida respecto a los motivos de hecho o de derecho que son esenciales 

para afirmar que la decisión está suficientemente fundamentada. Aunque, 

como ha señalado este Tribunal en numerosas ocasiones, no se trata de 

responder a cada solicitud presentada, la insuficiencia, considerada aquí de 

manera general, solo será relevante desde un enfoque constitucional si la 

falta de argumentos o la “insuficiencia” de fundamentos es evidente en 

relación a lo que se está decidiendo”. 

e)  La incongruencia sustancial de la motivación. “El derecho a una motivación 

adecuada de las resoluciones impone a los órganos judiciales la obligación 

de resolver las solicitudes de las partes de forma coherente con los términos 

planteados, evitando desviaciones que alteren el debate procesal 

(incongruencia activa). Evidentemente, no cualquier incumplimiento de esta 

obligación permite inmediatamente su control. El incumplimiento total de 

esta responsabilidad, es decir, el hecho de dejar sin respuesta las solicitudes, 

o desviar la decisión del ámbito del debate judicial causando indefensión, 

representa una violación del derecho a la tutela judicial y del derecho a la 

motivación de la sentencia (incongruencia omisiva) (. . )”. 

f) Motivaciones calificadas. “Como ha subrayado este Tribunal, es 

fundamental una justificación especial en el caso de decisiones que rechazan 

la demanda, o cuando, como resultado de la decisión judicial, se afectan 

derechos fundamentales como el de la libertad. En estas situaciones, la 

motivación de la sentencia actúa como un mandato dual, relacionado tanto 

con el derecho a la justificación de la decisión como con el derecho que está 

siendo restringido por el juez o Tribunal”. Debe existir una justificación 

calificada o una exigencia en la resolución y sobre el derecho que se ve 

afectado. 
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En las especificaciones legales sobre los hechos, es esencial que el magistrado posea 

comprensión y dominio del marco legal, así como conocer los límites del derecho. 

Cuando se ven comprometidos derechos fundamentales, es crucial que el juez lleve 

a cabo un análisis exhaustivo. Es responsabilidad del juez verificar la decisión 

adoptada de manera racional y objetiva, conservando una imparcialidad que es uno 

de los fundamentos esenciales de la práctica jurisdiccional para garantizar un juicio 

justo en oposición a cualquier sanción judicial arbitraria. Además, esto representa 

una garantía de la justicia administrativa que se origina en los artículos 45 y 138 de 

la constitución. 

El campo de protección del derecho implica una evaluación formal adecuada de los 

contenidos jurídicos, fundamentados en un documento donde las partes puedan 

apreciar de manera conjunta la resolución del juez. Surgen cuestiones específicas 

respecto a las normas aplicables al caso, que orientan la decisión del juez. Es 

esencial que el juez esté familiarizado con las disposiciones para validar la decisión 

relevante en función de las normas que se han utilizado. 

Adicionalmente, es crucial llevar a cabo una evaluación precisa en los aspectos 

fácticos, donde el juez tiene la responsabilidad de considerar los hechos, analizando 

la relación entre la norma y los mismos. Esta evaluación puede dividirse en dos 

categorías: hechos destacados y hechos complementarios al caso. 

El juez constitucional debe realizar un análisis exhaustivo de la resolución para 

confirmar la veracidad de un juicio justo, asegurando que la evidencia sea valorada 

con imparcialidad para resolver el conflicto con competencia, evitando cualquier 

abuso arbitrario en la interpretación y aplicación del derecho, así como las 

subjetividades o inconsistencias en la valoración de los hechos. 

De igual forma, al evaluar si se ha vulnerado un derecho, es esencial prestar 

atención al fundamento de las sentencias y revisar los medios de prueba que se 

hayan aportado de forma adecuada al proceso. Por lo tanto, es primordial garantizar 
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el respeto a este derecho, centrando la atención en la proporcionalidad dentro de 

nuestro ordenamiento jurídico, considerando los hechos específicos del caso (Autor 

Invitado – 2022). 

1.7.2.3. Los fundamentos en la motivación de presión preventiva 

La motivación en las resoluciones judiciales se concibe como una justificación 

basada en los hechos y en el marco legal que el juez utiliza al tomar su decisión, 

analizada desde un enfoque jurídico. La motivación debe representar una 

justificación reflexiva de los motivos que llevan al juez a decidir, en lugar de ser 

simplemente una manifestación de su voluntad sobre los hechos del caso. 

Al requerir una justificación lógica para la decisión, se exige que el juez presente 

argumentos fundamentados en la legalidad y que cumplan con estándares y criterios 

que lleven implícitas consideraciones de justicia. Este deber de motivar se reconoce 

de dos maneras: primero, como una obligación que tienen los magistrados, y 

segundo, como un derecho, que es la expectativa de recibir una decisión bien 

fundamentada. 

El imperativo de motivar las resoluciones judiciales ha sido establecido como una 

garantía esencial por la jurisprudencia, y ha sido institucionalizado como un 

componente clave para el funcionamiento de un Estado democrático. Por lo tanto, 

esta ilusión de motivar las decisiones exigida a los jueces asegura, en un Estado de 

Derecho, que los operadores jurídicos se sometan a la ley, minimizando la 

arbitrariedad en sus decisiones mediante la necesidad de que estas cuenten con una 

base sólida y se sometan a un control adecuado. 

El propósito principal de la motivación es asegurar la supervisión sobre las 

sentencias. Esta labor es llevada a cabo, en primera instancia, por el magistrado que 

evalúa la decisión, y luego por jueces de instancias superiores y la sociedad en 

general. Este proceso busca verificar que la administración del derecho se ajuste a 

los principios establecidos en el marco jurídico vigente. Un resultado eficaz será 

fomentar la confianza en los órganos judiciales, que no son elegidos a través del 

voto popular, pero actúan en nombre del pueblo. 
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En el contexto colombiano, aunque la constitución no contempla de manera 

explícita la obligación de motivación en las sentencias, se considera evidente que 

esta motivación se entiende como una garantía de los derechos fundamentales de los 

litigantes y se ha interpretado como un requisito inherente al derecho fundamental al 

debido proceso y a la efectiva tutela judicial. 

Entre los criterios que deben cumplir las sentencias judiciales se encuentran la 

solidez, coherencia, claridad, congruencia y suficiencia para los procesos. Si en la 

resolución faltan estos elementos, se puede considerar que hay un vicio en la 

motivación. Es posible identificar vicios por falta de motivación, donde existe un 

defecto que puede calificarse como insuficiencia, y también en caso de que la 

motivación sea excesiva, lo que tampoco es aceptable. 

Un defecto asociado a la formalidad, ya que se basa en evidencias. La problemática 

que este defecto genera a la identificación del principio en la definición dentro de la 

sentencia resalta la necesidad de establecer precedentes. 

Al analizar las diversas fallas o defectos que pueden presentarse en la 

fundamentación de las decisiones judiciales, se observa que su aparición depende de 

la falta de requisitos en el fondo de la argumentación. Es relevante señalar que en 

nuestro sistema jurídico no existe una categorización ni una distinción clara entre 

cada tipo de errores, y tampoco una identificación precisa de cada uno. De esta 

forma, se puede evidenciar que en la jurisprudencia frecuentemente hay un error en 

la justificación, manifestándose en la falta o insuficiencia de la definición. 

No hay una diferenciación y definición precisa por parte de la jurisprudencia acerca 

de los vicios en los que pueden incurrir los magistrados al justificar sus 

resoluciones, lo cual es crucial, ya que dependiendo del tipo de vicio se puede 

determinar cómo abordar y resolver el problema.  

Los mecanismos destinados a abordar las resoluciones judiciales que presentan 

deficiencias en su motivación han sido estructurados de manera más específica ante 

la falta o insuficiencia de dicha motivación. No obstante, en el caso de motivaciones 

inadecuadas, el problema radica en la falta de claridad, ya que la jurisprudencia de 

nuestra nación no ofrece directrices detalladas al respecto. 
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Nuestro marco normativo, para hacer frente a las resoluciones judiciales con 

defectos, especialmente aquellas derivadas de una motivación deficiente, presenta 

tres alternativas: la acción de tutela contra fallos judiciales, la impugnación a través 

del recurso ordinario de apelación o mediante los recursos extraordinarios de 

casación para revisión, y la petición de nulidad de la sentencia. 

Estos mecanismos se fundamentan en la identificación de errores. A pesar de la 

trascendencia que tiene este asunto, ha habido escaso interés entre los académicos 

del derecho en nuestro país para examinarlo, a pesar de su compleja naturaleza, ya 

que se relaciona con campos como la argumentación jurídica, la filosofía del 

derecho y el derecho procesal. 

Es imprescindible destacar la relevancia de este tema, tanto desde un enfoque 

jurídico como práctico. Sin embargo, ha sido poco explorado por los expertos en 

derecho en nuestra nación. Asimismo, resulta complejo porque entra en juego áreas 

que deben ser estudiadas de manera integral, abordando aspectos inherentes al 

objeto de estudio. 

En conclusión, se puede notar que este tema se ha convertido en un problema que 

permanece sin resolver, atrapado en la espera de la justicia, puesto que los 

operadores jurídicos cometen errores en la justificación de las sentencias al tomar 

decisiones sobre la identificación de vicios y al aplicar remedios ante las 

irregularidades existentes (Escobar y Vallejo - 2013).  

1.8. Definición de términos básicos 

Presión preventiva 

La solicitud de prisión preventiva proviene del ministerio público, y la 

decisión sobre el mandato de detención recae exclusivamente en el juez encargado 

de la investigación preparatoria. Este procedimiento se realiza en una audiencia 

que puede ser pública o privada en casos de delitos considerados graves. Se debe 

cumplir con los principios de oralidad, inmediación y publicidad, salvo en los 

casos de excepciones establecidas. La prisión preventiva presenta las siguientes 



45 

características..., (José Andrés Arbañil Sandoval, Juez Superior Supernumerario, 

Sala Penal Liquidadora Transitoria de Jaén).  

Medida Coercitiva 

Las facultades más amplias y de mayor formalidad que posee este organismo 

son significativas. Según la estrategia seguida por la Corte Internacional de 

Justicia en su opinión consultiva sobre los Ciertos Gastos de las Naciones Unidas 

de 1962, las medidas cautelares se caracterizan por su posibilidad de aplicarse 

incluso contra la voluntad de un Estado que está amenazando la paz y la 

tranquilidad. Las medidas coercitivas son directrices concretas del Consejo de 

Seguridad. Estas acciones están respaldadas por el artículo 52 de la carta 

constitucional y son ejecutadas por aquellos autorizados por el Consejo de 

Seguridad en virtud de su autoridad. La cuestión no solo radica en la doctrina, sino 

también en discrepancias políticas, como se evidenció con las sanciones impuestas 

por la OEA a Cuba en 1964, lo cual violó el marco central de las Naciones Unidas, 

de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de México: (escrito por Ricardo 

Méndez Silva).  

Principio de la Legalidad 

El principio de legalidad tiene un papel fundamental, especialmente cuando el 

Estado infringe el proceso de legalidad, afectando así los derechos más 

vulnerables. Este principio actúa como una barrera frente a la implementación de 

normas tanto sustantivas como adjetivas. Su enfoque está en la evolución de la 

legalidad, abarcando tanto aspectos dinámicos como estáticos. Formaliza y 

establece la ejecución del acto, verifica que la autoridad actúe conforme a la 

formalidad requerida y asegura que el resultado de dicha actuación esté alineado 

con la Ley y la Constitución. Es crucial que prevalezca el principio de legalidad, 

ya que es el encargado de garantizar el cumplimiento del ordenamiento jurídico 

supremo del Estado mediante las leyes que emanan del poder legislativo, según 

Roberto Islas Montes (México-2003).  
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La libertad 

Thiebaut (1999) sostiene que "la libertad es un concepto ideal y un principio 

que tiene dimensiones éticas, políticas y jurídicas, el cual concierne a la manera en 

que los individuos llevan a cabo sus acciones y a la habilidad que poseen, como 

sujetos, para concretar sus ideas, objetivos vitales o proyectos" (p. 72).  

Ilícito 

El delito implica la noción de culpabilidad y responsabilidad, así como la 

ausencia de conformidad con la ley, enfocándose, en ciertos casos, en la 

reparación del daño causado. Sin embargo, en la mayoría de las situaciones, se 

entiende en un contexto más amplio, que no se limita a la idea tradicional del 

sistema de responsabilidad civil, (Massimo Franzoni - 1997).  

Preventivo 

Julián Pérez Porto y Ana Gardey (2013-2021) se refieren a un aviso previo 

sobre situaciones que podrían suceder en un proceso específico, el cual se expresa 

para prevenir posibles acciones que puedan tener lugar.  

Elementos de convicción 

Los elementos de convicción son documentos probatorios, como huellas, 

indicios y pesquisas, que posibilitan la investigación que lleva a cabo el Ministerio 

Público durante la fase inicial del procedimiento preparatorio sustentado. Estos 

documentos permiten una valoración razonable en relación con la comisión del 

delito que involucra al acusado, ya sea como autor o participante, según indica el 

Dr. Edhín Campos Barranzuela en noviembre de 2018. 

Se trata de inicios que vinculan las evidencias con el resultado final, 

centrándose en la conducta antijurídica y la intención del infractor durante la 

investigación, con el propósito de hacer efectiva la sanción utilizando materiales 

diagnósticos que son esenciales para realizar un estudio técnicamente válido. El 
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objetivo de este trabajo es poner de manifiesto la validez del principio que 

establece una conexión entre la sospecha y las pruebas suficientes, así como 

articular las pruebas de sospecha ante una conducta antijurídica. Se aplicará un 

método lógico y diagnóstico jurídico para resaltar la relevancia de los parámetros 

en su aplicación y la relación que estos tienen con la sospecha de un acto delictivo 

en función de la intencionalidad del autor, así como para colaborar con el juez en 

la elaboración de una motivación para su resolución, tal como lo señala Al. Leonel 

Santillana Molina en 2021.  

Peligro Procesal 

El riego procesal se relaciona con los requisitos necesarios para llevar a cabo 

un arresto temporal. Esta medida legal es considerada fundamental, ya que 

establece los criterios más significativos que deben ser evaluados. Estos criterios 

deben estar enfocados en un procedimiento serio y respaldado, ya que, si hay 

incertidumbres al momento de realizar el anuncio, se podría perjudicar el bien 

jurídico más valioso protegido por la constitución, que es la vida, la cual debe 

tener prioridad sobre la libertad (autonomía) del acusado. 

El término "peliculón" in mora demuestra que el riesgo procesal actúa como un 

presupuesto dentro de las medidas cautelares, y se precisa que los riesgos sean 

identificados y prevenidos para así evitar cualquier obstáculo al proceso judicial, 

desde su inicio hasta su culminación. 

Si la resolución se emite rápidamente, se asume que las medidas cautelares no 

tienen un fundamento sólido. En caso contrario, se aplicarían medidas de coerción 

en la decisión, considerando los elementos materiales pertinentes. (Jorge A. Pérez 

López 2014).  
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II. MÉTODO 

        Se utilizó un enfoque de investigación cualitativa para explorar a la población que 

constituye el núcleo del planteamiento del problema. Esto permitió obtener resultados del 

análisis de una manera ordenada, basada en las acciones de las personas y en la 

comprensión del valor de la certeza que se busca (Sinnaps).  

2.1.Tipo de investigación 

La investigación que se lleva a cabo es de carácter cualitativo, ya que se basa en una teoría 

fundamentada mediante una serie de procedimientos, técnicas y métodos que permiten 

llevar a cabo un trabajo estructurado dentro del estudio, buscando así la relevancia 

científica de los hallazgos.  

2.2.Diseño de investigación 

La investigación en curso se ha centrado en la teoría documental o no experimental, dado 

que se lleva a cabo una observación de los archivos del proceso que tiene una gran 

importancia en la evaluación de los factores para la detención provisional en casos de 

comercio ilegal de drogas, tras una indagación preliminar. Este estudio cualitativo se 

desarrolló con rigurosidad en sus indagaciones, considerando las estrategias vinculadas a la 

relación de causa y efecto de la evaluación pertinente, además del respaldo conceptual 

científico proporcionado por Fabio Coelho. 
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2.3.Escenario de estudio 

Población 

Se trata de colectivos de personas o cosas que se busca reconocer en un análisis; 

el universo o la población deben estar compuestos por elementos que se pueden 

observar en un contexto determinado, como pueden ser publicaciones 

periodísticas, editoriales, entre otros. En este contexto, vamos a enfocarnos en los 

documentos que contienen las resoluciones, así como aquellos que detallan los 

presupuestos en la medida cautelar, tal como lo determina el juez encargado de la 

investigación. Esta colección incluye 10 resoluciones que valoran los indicios 

que justifican la detención provisional. 

Muestra 

Se incluye el conjunto de individuos o la población para llevar a cabo la 

investigación inicial, así como para determinar los elementos de la muestra, que 

sirve como una referencia. La muestra consiste en aquellos elementos que 

reflejan a la población y la calidad que el estudio analiza. En este contexto, se 

tomarán en cuenta 10 resoluciones relacionadas con los presupuestos que 

justifican la medida cautelar en el comercio ilegal de sustancias químicas. 

 

2.4.Técnicas para la recolección de información  

La metodología utilizada en el análisis o diagnóstico de las resoluciones judiciales se 

considera una forma de evaluación sobre la valoración de la captura en el ámbito del tráfico 

de drogas. 

Los recursos destinados a la investigación y a la recopilación de datos incluirán el uso de 

fichas de registro, tanto bibliográficas como hemerográficas, que también contemplarán 

aspectos textuales, resúmenes y comentarios. Esto tiene como finalidad archivar el 

contenido de las diferentes fuentes revisadas y posteriormente llevar a cabo un análisis 

conforme a criterios metodológicos idóneos para lograr resultados óptimos.  
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2.5.Validez del instrumento cualitativo 

Los materiales son valiosos ya que están diseñados para alinearse con el grado de precisión 

con el cual se llevó a cabo el estudio, incluyendo los recursos empleados en la recolección 

de información, así como los métodos establecidos para validar el instrumento utilizado. En 

la investigación sobre la evaluación de la detención preventiva en el tráfico ilegal de 

drogas, podemos observar cómo se desarrollan las hipótesis a lo largo del proceso de 

investigación. 

La sección instrumental de la información recopilada se basa en teorías que sirven como 

fundamento estadístico; en el ámbito del derecho penal, este se compone de un conjunto de 

normas o leyes que buscan regular comportamientos sociales inadecuados, siendo el Estado 

el encargado de esta responsabilidad. 

El examen de las decisiones relacionadas con la valoración de los aspectos de la detención 

preventiva en el tráfico de sustancias ilegales muestra un grado de confianza tanto en la 

recopilación como en la selección de dichas decisiones. Todo este documento está sujeto a 

un análisis, y las estadísticas previas sirven como un pilar fundamental para la elaboración 

del plan de trabajo del estudio.  

 

2.6.Procesamiento y diagnóstico de la información 

Los datos obtenidos serán estudiados con el objetivo de confrontar y validar la información 

recolectada de las distintas obras que se han verificado. Esto nos permitirá realizar un 

análisis exhaustivo y obtener una perspectiva más amplia sobre el problema a investigar.  

2.7.Aspectos éticos 

El autor se compromete a adherirse a los estándares que permitan evaluar la rigurosidad 

científica en la valoración de los presupuestos durante una medida cautelar. También se 

encargará de identificar las pruebas que fundamentan los estudios cualitativos, 

reconociendo la individualidad de las personas como un elemento clave en el desarrollo de 

la investigación. Esto incluye los métodos utilizados para asegurar la credibilidad, la 

conformabilidad y la aplicabilidad de los resultados del proyecto de investigación. 
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Es nuestra responsabilidad mantener los valores fundamentales, evitando cualquier 

alteración en los comportamientos y procesos, y respetar el código de ética científica al 

realizar investigaciones. En este contexto, prestaremos atención al cumplimiento de los 

criterios pertinentes para la valoración. 
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III. RESULTADOS 

 

3.1. Analisis de resultados 

 

Tabla 1.   
Revisión del Expediente N° 00098-2021-11-0505-JR-PE-01 

 

 

Fundamentos de 

la Lectura 

 

Con fecha 28.04.2021 en provincia de Huamanga, se ejecutó la lectura 

de Prisión preventiva, contra el LUIS CHIPANA JAIME 

 

Particularidad 

de Tráfico Ilícito 

de Drogas 

 
Traslado y negociación de insumos químicos para su elaboración ilegal 
de drogas toxicas. 

Nº de 

Incriminación 
1 Demostración  Personal  

Cumplimiento de objetar el Acta de la lectura de Prisión Preventiva  

Peligro de fuga 

 

Establecer residencia de empleo, 

familiar, vivienda. 

 

Las pruebas mencionan 
el imputado cuenta con 
vivienda estable. 

Formalidad de la pena 
El mismo delito hace que TID se 

antepone a 4 años de pena. 

 

La extensión del agravio 

encontrado y el actuar del sujeto. 
No expone demostración. 
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La actuación del 
sujeto anterior y 
durante el procedimiento. 

No expone razonamiento. 

Proceder a cambio la comprobación 
del proceso 

 

Se considera la edad avanzada 

del sujeto imputado, que no 

puede ser un peligro procesal. 

Peligro de 

Obstaculización 

Actuar enfrente las partes de la 
demanda. 

No expone consideración. 

Persuadir el proceder a terceros 

sujetar al juicio 
No manifiesta la materia. 

 

Interpretación:  

Se observa la existencia de una serie de argumentos relevantes que influyen en la 

consideración del Tráfico Ilícito de Drogas, siendo valorado por la formalidad de la pena, 

que establece un límite de cuatro años debido a la gravedad del daño causado. Esto permite 

incluir una mención en la calificación de los argumentos, lo cual carece de la posibilidad de 

evaluar los peligros procesales. 

De igual manera, el juez aborda la cuestión de manera superficial y automática, adoptando 

la postura de que no hay necesidad de examinar el Tráfico Ilícito de Drogas en relación con 

las circunstancias del delito. 

Además, se evidencia una falta de interés en validar los fundamentos materiales, ya que se 

requiere una justificación persuasiva en el análisis riguroso de las resoluciones. 
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Tabla 2.   
Revisión del Expediente N° 00080-2021-71-0505-JR-PE-01 

 

 

Fundamentos de la 
Lectura  

 

Con fecha 07.04.2021 en horas 6:54 horas en la provincia de 

Huamanga, se realizó la lectura de arresto provisional contra de 

ROMEL ÑAUPA CURO 

 

Particularidad de 

Comercio Ilegal de 

Sustancias Ilícitas. 

 
Sostener el uso ilícito de estupefaciente tóxicas por vía los hechos de 
comercio. 

Nº de Incriminación 1 Demostración Personal 

Cumplimiento de objetar el Acta de la lectura de Prisión Preventiva  

Peligro de fuga 

 

Establecer la residencia 
laboral, consanguinidad 
familiar, vivienda. 

 

La vigencia de documentos no 
determina de alguna manera el tipo 
de residencia. 

Formalidad de la pena No explica demostración. 

 

La extensión de 

agravio encontrado y el 

actuar del sujeto. 

Mismo 

No explica razonamiento. 

 

La actuación del sujeto 

anterior, transcurso el 

proceso. 

No explica razonamiento. 

Actuación contra las 
pruebas del proceso 

 

No explica consideración. 

Riesgo de 

Obstaculización 

Actuar enfrente las partes 
de la demanda. 

Manifiesta que es una amenaza porque no 
da certezas sobre el lugar de otros 
involucrados. 

Persuadir el proceder a 

terceros sujetar al 

juicio. 

No manifiesta la materia. 

 

             Interpretación: 

La falta de justificación en el contexto del comercio ilegal de sustancias prohibidas pone de 
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relieve tanto la formalidad de las sanciones como la magnitud del daño causado. Esto lleva 

al juez a adoptar una postura mecánica y superficial, basándose en la tipificación del delito 

y en su gravedad, así como en la leve penalización que corresponde. De manera 

independiente a la razonabilidad y proporcionalidad, en esta situación no se encuentra 

suficiente justificación presupuestal para evaluar el riesgo procesal. 

Además, se observa que, en un porcentaje significativo de resoluciones, los jueces 

encargados de la fase de indagación preparatoria no ofrecen la debida fundamentación en 

sus considerandos. En resumidas cuentas, los indicadores revelan una falta de interés en el 

desarrollo del proceso. Este panorama se refleja en la revisión de los documentos de la 

resolución, evidenciando una posible insuficiencia en las consideraciones sobre los 

presupuestos. 

 

 

Tabla 3.  
Revisión del Expediente N° 00176-2021-69-0505-JR-PE-01 

 

 

Fundamentos de la 

lectura 

 

Con fecha 26.07.2021 a horas 09:09 en la provincia de Huamanga, se 

realizó la lectura de arresto domiciliario en contra de KENYO 

YASSER PÉREZ MARIACA 
 

Particularidad  
Tráfico Ilícito de 
Drogas 

 
Sostener el uso ilícito de sustancias tóxicas por vía del hecho de 
comercio. 

Nº de Incriminados 1 Demostración  Personal  

Cumplimiento de objetar el Acta de la lectura de Prisión Preventiva  

Peligro de fuga 

 

Establecer la residencia 
laboral, consanguinidad, 
vivienda. 

 

Manifiesta no acreditar con la 
residencia de empleo y no 
presenta la materialización de 
pruebas. 

formalidad de la pena 
El delito mismo hace de TID que se 

antepone a más 4 años de pena. 
 

La extensión del 

agravio encontrado y 

el actuar del sujeto. 

No expone demostración. 

 

La actuación del 
sujeto anterior y 
durante el 
procedimiento. 

La carencia de certificación de pruebas 

que garantizan (puesta la utilización de 

identidad de otro sujeto) presenta el 

desagravio actuación al sujeto. 
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Proceder a cambio la 
comprobación del 
desarrollo. 

 

No manifiesta la materia. 

Riesgo de 

Obstaculización 

Actuar enfrente las partes 
de la demanda. 

Se especifica en la actuación en la 

participación de las fuerzas del orden y 

manifiesta que solo con fundamento a ello 

ya forma una probable autoridad que 

enfoca al proceso. 

Persuadir el proceder a 

terceros sujetar al 

juicio. 

No expone argumento. 

 

Interpretación:  

El desinterés se refleja en la evaluación de los presupuestos dentro del proceso relacionado 

con la formalidad de la pena impuesta por el juez, en este caso, el arresto provisional. Esto 

demanda un examen riguroso de las decisiones tomadas. 

Presentamos un aspecto significativo del comercio ilegal de sustancias prohibidas, donde el 

50% de las sentencias son justificadas, ya que se basa en una interpretación personal del 

delito. Sin embargo, al analizar los fundamentos motivacionales, se identifican fallas que 

alteran su relevancia en el contexto del arresto provisional. 

 

Tabla 4.   
Revisión del Expediente N° 00344-2021-49-0505-JR-PE-01 

 

 

Fundamentos de la 

Lectura  

 

Que con fecha 29.12.2021 en la provincia de Huamanga, se realizó la 

lectura de arresto provisional en contra de YECENNIA 

ESPERANZA YUPANQUI MEDINA y JOSE IGNACIO 

BEINGOLEA SIERRA 
 

Particularidad de 

Tráfico Ilícito de 

Drogas 

 
Desarrollo al consumo de drogas toxicas por vía de hechos de 
tráfico. 

Nº de Incriminados 1 Demostración  Personal 

Cumplimiento de objetar el Acta de la lectura de Prisión Preventiva 
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Peligro de fuga 

 

Establecer el arraigo 

laboral, familiar, 

domiciliario. 

 

Certificados anteriores (caducados) de 

dinamismo laboral que no comprueba un 

arraigo laboral en el presente. De igual 

manera se garantiza la residencia de 

consanguinidad. 

Formalidad de la pena 
El hecho mismo del delito TID se impone 

más de 4 años de pena. 
 

La extensión del 

agravio encontrado y 

el actuar del sujeto. 

Con fundamento a la suma de droga 

incautada. 

 

La actuación del 
sujeto anterior y 
durante el procedimiento. 

Obstaculización con declaraciones 

impertinentes se infiere una actuación 

inadecuado de parte del sujeto. 

Proceder a cambio la 
comprobación del 
desarrollo.  

 

durante la participación se 

entiende una amenaza en el 

desarrollo. 

Riesgo de 

Obstaculización 

Actuar enfrente las partes 
de la demanda. 

Por proceder la participación se infiere una 

amenaza para el proceso. 

Persuadir el proceder a 

terceros sujetar al 

juicio. 

Por proceder la participación se infiere una 

amenaza para el proceso. 

 

Interpretación: 

Es fundamental señalar que, en el total de los casos analizados, no se incluyó ninguna 

referencia a las opiniones doctrinales, ya sean de autores locales o internacionales. Esto es 

importante porque no se utilizan para respaldar la justificación de la decisión relacionada 

con el arresto provisional en casos de Tráfico Ilícito de Drogas (TID). 

Asimismo, se puede aclarar que, en la totalidad de los casos examinados, las citas 

doctrinales, independientemente de que provengan de escritores nacionales o foráneos, no 

fueron consideradas. Esto es un aspecto razonable al evaluar la lógica detrás de la decisión 

que afecta el arresto provisional en delitos de Tráfico Ilícito de Drogas (TID).  

 



58 

Tabla 5.   
Revisión del Expediente N° 213-2021-42-0505-JR-PE-01 

 

 

Fundamentos de la 

lectura 

 

Que con fecha 04.09.20121 a horas 14:03, provincia de Huamanga, 

se realizó la lectura de arresto provisional en contra de EVER 

RONDINEL SOLIER y JUANA HANCO DE MAMANI 
 

Particularidad de 

Comercio Ilegal de 

Sustancias Ilícitas 

 
sostener el uso ilícito de drogas tóxicas por la vía de los hechos de 
comercio. 

Nº de Incriminación 1 Demostración Personal  

Cumplimiento de objetar el Acta de la lectura de Prisión Preventiva 

Peligro de fuga 

 

Establecer el arraigo 
laboral, familiar, 
domiciliario. 

 

Las pruebas imperfectas para 
demostrar fijar residencia y 
empleo.  

Formalidad de la pena No expone demostración 
 

La extensión del 

agravio encontrado y 

el actuar del sujeto. 

Mismos 

No explica demostración. 

 

La actuación del 
sujeto anterior y 
durante el procedimiento. 

Falta de colaboración con referencia a la 

ubicación de los restos comprometidos. 

Proceder a cambio la 
comprobación del 
desarrollo. 

 

No explica demostración. 

Riesgo de 

Obstaculización 

Actuar enfrente las 
partes de la demanda. 

Pensar que entorpecerá el juicio por su 

derecho al silencio ante interrogación 

sobre la localización de los restos 

involucrados. 

Persuadir el proceder 

a terceros sujetar al 

juicio. 

No expone argumento. 

 

 

Interpretación: 

 

Se expone la razón de ser de este estudio, dado que se presenta un elevado porcentaje de 

fallos que restringen derechos fundamentales y no se proporcionan justificaciones 

adecuadas, lo cual constituye un derecho de aquellos que están en proceso. El Tráfico 

Ilícito de Drogas (TID) tiende a disminuir su importancia, ya que se utiliza este 

mecanismo como un instrumento de presión y se caracteriza al acusado como un posible 

culpable.  
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IV. DISCUSIÓN 

Durante la investigación, se analizó a partir de la población que constituye las 

diversas muestras. Se observó una falta de contenido en el proceso debido a la 

motivación insuficiente. Se consideró la revisión del enfoque objetivo en relación 

con el fundamento analítico pertinente y de un nivel sólido.  

La fundamentación del análisis ha sido fundamental; se basa en la doctrina y la 

jurisprudencia, lo cual ha sido esencial para el trabajo de investigación preliminar 

relacionado con el proceso de riesgo procesal. 

 

Más adelante, se aplicará un enfoque estadístico para evaluar los elementos 

significativos del acusado en el contexto del proceso de riesgo de detención, con 

el fin de prevenir cualquier eventualidad en las decisiones del Cuarto Juzgado de 

Investigación Preparatoria de Huamanga en el año 2021.   

     La operacionalización de los derechos incluye los siguientes aspectos: libertad, el derecho a la   

integridad y el deber de no ser sometido a trato cruel, así como el derecho del imputado.  

  Los derechos fundamentales del acusado y la extensión de la prisión preventiva se reflejan en la 

relación que se establece en el contexto del cuarto juzgado de investigación. Es esencial que se 

reconozca qué derechos se ven implicados y cómo se lleva a cabo esta relación en términos de 

la extensión de la detención preventiva. Esto es especialmente relevante en el ámbito de la 

justicia en Huamanga, en el año 2021.  

Que, teniendo el resultado general corno valor hallado es mayor que se, concluye que, los 

derechos fundamentales del imputado de la Prisión preventiva no están siendo valorados o 

incorporados los presupuestos significativamente. 

Señala el tesista Zambrano el exceso desproporcionado de la prisión preventiva, se 

considera como una pena anticipada que vulnera todo derecho de la libertada del 

imputado si recibir sentencia alguna, siendo así el derecho penal es una doctrina 

inquisitiva por parte de los operadores de justicia. 

Que lo explicado por León y Chacón considera que los derechos fundamentales a aquellos 
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que se encuentran incorporados en el ordenamiento jurídico y son los referentes básicos 

para la vida en sociedad. 

Los derechos fundamentales que tienen las personas en su calidad de seres humanos y se 

encuentra constituida en el ordenamiento constitucional y legal de los Estados, que se han 

concentrado, así como también los mecanismos pertinentes que garantizan su 

cumplimiento efectivo. 

El objetivo de la investigación es determinar qué relación existe entre los derechos a la 

libertad personal del imputado y la presunción de inocencia en cuarto juzgados de 

investigación preparatoria de Huamanga 2021 

Que, teniendo como resultado específico se observa el valor que concluye, los 

derechos a la libertad personal del imputado y la presunción de inocencia no están 

siendo valorados los presupuestos de arresto provisional significativo. 

Que según tesista Arce manifiesta en su trabajo de investigación sobre cómo percibe 

la prisión preventiva en el nuevo sistema actual que se está dando en el Perú, 

concluye que todo que los estándares o patrones del país de México el aspecto    

constitucional es compatibles con lo dispuesto en los instrumentos internacionales, 

así como las interpretaciones que le corresponden. Y en lo que respecta a la 

prolongación de la prisión preventiva, los estándares deben ser complementados con 

los internacionales para que permitan al juez la evaluación de la pertinencia de la 

medida. 

Que, de acuerdo Zavala Baquerizo  la libertad personal  como derecho fundamental 

del ser humano se exterioriza en el desarrollo de su personalidad y los   atributos 

correspondientes tales como el poder movilizarse, solo cabe su restricción  cuando el 

individuo ha cometido una infracción penal, la misma que debe haber estado 

previamente señalada y sancionada como tal por la ley penal así como también 

indica  Zúñiga que, la integridad personal se refiere a la estructura física, psicológica  

y moral de la personalidad humana que se ve afectada cuando la persona es privada 

de su libertad,  aunque esta sea una medida de carácter temporal. 
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En la investigación se tiene como objetivo específico es determinar qué relación 

existe entre los derechos a la integridad personal del imputado y el Derecho a la 

defensa en Cuarto juzgados de investigación preparatoria de Huamanga 2021.   

El tesista Gonzales manifiesta que la prisión preventiva vulnera todo acto de la 

dignidad humana corno el derecho a la libertad personal del imputado, la mayoría 

donde se puso la prisión preventiva se dio en el tráfico de drogas y en otros delitos 

menores pese a que se encontraron en flagrancia y existe evidencias los jueces dan 9 

meses para la investigación. 

Según Vargas indica nadie puede ser detenido ilegal o arbitrariamente el derecho a 

no ser sometido a detención ilegal o arbitraria por el cual este derecho se sustenta en 

lo establecido en el que todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 

personal. 

En la investigación el objetivo específico e s  determinar qué relación existe entre el 

derecho a no ser sometido a detención ilegal o arbitraria del imputado y en 

Prolongación de Prisión preventiva en cuarto juzgados de investigación preparatoria 

de Huamanga 2021. 

Que, siendo el resultado específico se concluye que, el derecho a no ser sometido a 

detención ilegal o arbitraria del imputado y la Prolongación de Prisión preventiva 

están asociados significativamente. 

Que, según el tesista Chuta en la tesis análisis jurídico propositivo para derogar la 

prolongación de la prisión preventiva en el Nuevo Código Procesal Penal del 2004 

concluye, en cuanto al Plazo Razonable, en la audiencia de la Prolongación de la 

Prisión Preventiva, solo se hace referencia al nuevo plazo de duración que se 

requiere, cuando el plazo primigenio ya ha rebasado lo razonable. Por lo que las 

dilaciones del Proceso Penal y la Negligencia de los actuados del Sistema Jurídico 

Procesal se le están atribuyendo al Imputado, haciendo responder con más Libertad, 

Por lo tanto, continuar restringiendo el Derecho a la Libertad del imputado es 

arbitrario e inconstitucional. 
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En la investigación se tuvo como objetivo específico de determinar qué relación 

existe entre la detención del imputado y la prolongación de Prisión preventiva en 

cuarto juzgados de investigación preparatoria de Huamanga 2021. 

El resultado especifico, Por lo tanto, se concluye que, la detención del imputado y la 

prolongación de Prisión preventiva están asociados significativamente en cuarto 

juzgado de investigación preparatoria de Huamanga 2021. 

Que, de acuerdo lo señalado por Loza significa un adelanto de la condena sin haber 

tenido una sentencia, corno vernos esta medida tiene corno una reacción inmediata 

del Estado frente a los delitos, pues se entiende que esto se hizo con el fin de 

garantizar el proceso y que esto no se vea obstaculizada. 
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V. CONCLUSIONES 

1.- El peligro procesal penal determina que la medida cautelar asegura el nivel 

excepcional de la gestión jurídica, neutralizado cualquier esfuerzo por normalizar. El 

inconveniente de este procedimiento radica en el insuficiente respaldo de la medida 

cautelar sobre un delito de tráfico ilícito de drogas. No existe conexión entre el derecho 

legitimo del acusado a ser detenido temporalmente por el tribunal de investigación 

preparatoria, donde la decisión de detención temporal no esta vinculada de manera 

significativa a una penalización penal.  

2.- La investigación se enfocó en el análisis del riesgo procesal en los dictámenes que 

fueron elevadas en la medida preventiva. Para aclarar las incertidumbres en audiencias 

durante el arresto temporal. Por la violación en el comercio ilegal de drogas, ya que las 

acciones que violan el ordenamiento legal son ilícitas.   

3.- Los presupuestos en la fundamentación del requerimiento, la presión preventiva lo 

solicita el acusador, por lo cual la formalización de solicitud tiene que designarse los 

elementos de fundamento importantes para que sea expuesta en una audiencia, para que 

el Juez formalice el fundamento de su acusación y la otra parte ejerza su derecho a la 

inocencia. Y se determine qué relación existe entre el derecho a no ser sometido a 

detención ilegal o arbitraria del imputado. 

4.- De acuerdo a las motivaciones en las resoluciones jurídicas en los últimos casos la 

amenaza procesal penal no se valoran adecuadamente los elementos de convicción, 

revisado las 05 resoluciones de medida cautelar que expresa las 03 de ellas cumplen los 

presupuestos de motivación razonablemente. Es decir, del 100%, solo el 80% 

resoluciones formaliza los elementos de convicción, que el 20% de las resoluciones 

resueltas la presión preventiva no es motivadas con precisión de acuerdo a las 

limitaciones, puesto que la conclusión de haber hecho el estudio de los requerimientos de 

prisión preventiva. 

5.- Los administradores de la justicia validan el cumplimiento de las amenazas del delito 

como de fuga y obstaculización, bajo el fundamento de la fiscalía; y también puede rezar 

con meras especulaciones para cumplir con el peligro procesal. 
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6.- Con la revisión de las resoluciones no aprecia de manera detallada la motivación o 

fundamentos que fortalecen la determinación implantado en los artículos 269° y 270° en 

la Ley de Procedimiento Punible.  

7.- Cuando se motiva una resolución judicial es necesario tener argumentos legales para 

declarar la medida. Para conocimiento de toda esta establecida la norma la convicción de 

elementos debe señalar de manera expresa y firme de acuerdo a los artículos, enciso la 

aplicabilidad al caso. Puesto que el artículo 269° tiene (05) incisos y 270° tres (03) 

incisos; y cuenta con varios supuestos. No solo se cumple con la amenaza procesal y 

obstaculización, el magistrado determina el fundamento de convencimiento. En lo cual la 

citada norma no es simple referencial, de lo contrario que es una garantía de los 

ciudadanos. 

8.- Los presupuestos de la fundamentación de privación de libertad no se considera solo 

en la Ley, también al amparo a la jurisprudencia. En los últimos años ha resuelto 

resoluciones de carácter vinculante. Como la casación 626-2013 Moquegua y que son 

resoluciones que tiene carácter vinculante. No es decisorio para declarar fundada la 

demanda de arresto provisional. En la jurisprudencia vinculante en su expresión más 

amplia los resultados recabados son preocupantes, las resoluciones de medida cautelar en 

arresto provisional, donde el riesgo jurídico no hace el señalamiento de la legislación. 

Podemos señalar del 100% en absoluto cita las jurisprudencias. Es una práctica que 

peligra la debida motivación de las resoluciones judiciales. 

9.- Son fuentes indispensables las leyes jurídicas, legislación y la sabiduría en las 

motivaciones de las resoluciones judiciales. Por lo tanto, la doctrina no se toma mucho 

interés, pero tener presente cuando se fundamenta la amenaza procesal para privar la 

libertad. Es importante la doctrina un cimiento para reforzar los motivos de la decisión. 

Puesto la jurisprudencia no se considera como sustento jurídico para la decisión de la 

motivación. 

10.- La base de los actos que empodera en delito de tráfico ilícito de drogas; de tal 

manera lo comete cualquier persona que promueve, el consumo de estupefacientes como 

las “drogas” puede ser fabricados, ser ingresados al país, sustancias almacenados, y 

producir, acopiar, proveer, comercialización para el propósito de preparación ilegitimo de 

estupefacientes, sustancias psicotrópicos, cualquiera encausamiento actual; y que pueden 
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formar grupos de personas a fin de fomentar, favorecer, ayudar el negocio ilegal de 

sustancias ilícitas. 

11.- El fin tipificado del ilícito penal busca proporcionar la debida protección al derecho 

jurídico que es la salvaguarda de la salud, y está establecida en la constitución que 

justifica la sanción por actos que contraviene en la seguridad del Estado y evitar 

vulneración de la tranquilidad con razones legales que exigen las fuentes del derecho.   
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VI. RECOMENDACIONES 

Primera; establecer políticas de motivar las resoluciones que resuelvan la presión 

preventiva a fin de asegurar la implementación, en especial en la última ratio de peligro 

procesal más adecuada de emanar justicia con igualdad y sin transgredir los derechos 

como la libertad de un ser humano a libre tránsito y presunción de inocencia, que enmarca 

en la sociedad civil con una participación proactiva; con la motivación debida expresado 

los componentes de convencimiento que justifica la prevención. 

Segunda; estudiar sólidamente la dimensión del uso de la prisión preventiva, está a fin de 

garantizar en su totalidad la legalidad y proporcionalidad. 

Tercera; el logro del objetivo para llevar la excepcionalidad a la presión preventiva, no 

debe ser netamente un tema académico sino un bien jurídico social, que puede llevarse 

con amplio conocimiento de los jueces. Que permitirá llevar el debate institucional y 

permita la atención de los actores desde luego la mejora. Se entiende no hay 

discrecionalidad y la razonabilidad en emitir un auto sobre la privación de libertad, solo 

cuando se califica a una sospecha grave. 

Cuarta; los operadores de la justicia (jueces), deben prolongar la atención a los meollos 

que forman amenaza de fuga y obstaculización no centrarse en el arraigo como se muestra 

en las resoluciones emitidas para la privación de libertad del 2021. No se puede sustentar 

el peligro procesal sobre la carencia de pruebas del imputado. Podemos afirmar la falta de 

los documentos laborales (ignorando la informalidad laboral) como también las pruebas 

domiciliarias no es un límite para motivar la acción penal, las pruebas no son 

determinantes en este proceso, porque no puede haber el discernimiento de casos. La 

argumentación carente de convencimiento con razón jurídica fortalece el abuso de 

autoridad (arbitrario) y ante jurídica que merece ser controlada respecto a la prisión 

preventiva. 

Quinta; los administradores de la justicia (jueces), son expuestas en utilizar la 

jurisprudencia vinculante consagrada por la Corte Suprema, cuando se omite se corre el 

riesgo de la sanción que se puede imputar, como también el cese de auto foliado. Las 

normas o doctrina son fuentes que fortalecen los elementos de convicción en la amenaza 

procesal. 
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Sexta; los que administran la justicia tienen la obligación en conocer la doctrina para 

fundamentar el peligro procesal. Y explicar de manera clara, sencilla sin límites al 

tecnicismo cuando se trata de la libertad de un ser humano a la altura de los derechos 

humanos y su dignidad 
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Anexo 1. Matriz de consistencia 

MATRIZ DE CONSISTENCIA 

LOS PRESUPUESTOS DE LA PRESIÓN PREVENTIVA EN EL DELITO DE TRAFICO ILÍCITO DE DROGAS –2021. 

PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS VARIABLES METODOLOGÍA UNIVERSO 

POBLACIÓN 

PROBLEMA PRINCIPAL 

¿Cuál es el nivel de valoración 

de los presupuestos de la prisión 

preventiva en el delito de tráfico 

ilícito de drogas en el año 2021? 

PROBLEMA SECUNDARIO 

¿Cuál es el nivel de valoración 

de los fundados y graves 

elementos de convicción de la 
prisión preventiva en el delito de 

tráfico ilícito de drogas en el año 

de 2021? 

¿Cuál es el nivel de valoración 
de la prognosis de la pena en la 

prisión preventiva en el delito de 

tráfico ilícito de drogas en el en 

año 2021? 
¿Cuál es el nivel del peligro 

procesal en la prisión preventiva 

en el delito de tráfico ilícito de 

drogas en el año 2021? 
 

OBJETIVO GENERAL 
- Identificar el nivel de valoración de 

los presupuestos de la prisión 

preventiva en el delito de tráfico 

ilícito de drogas en el año 2021. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

- Identificar el nivel de valoración de 

los fundados y graves elementos de 

convicción de la prisión preventiva 
en el delito de tráfico ilícito de 

drogas en el año 2021. 

- Identificar el nivel de valoración de 

la prognosis de la pena en la prisión 
preventiva en el delito de tráfico 

ilícito de drogas en el año 2021. 

- Identificar el nivel del peligro 

procesal en la prisión preventiva en 
el delito de tráfico ilícito de drogas 

en el año 2021. 

 

 
 

 

 

HIPÓTESIS GENERAL 
- El nivel de valoración de los 

presupuestos de la prisión 

preventiva en el delito de tráfico 

ilícito de drogas en el año 2021, 
objetivo. 

HIPÓT. ESPECÍFICA 

- El nivel de valoración de los 

fundados y graves elementos de 
convicción de la prisión preventiva 

en el delito de tráfico ilícito de 

drogas en el año 2021. 

- El nivel de valoración de la 
prognosis de la pena en la prisión 

preventiva en el delito de tráfico 

ilícito de drogas en el año 2021, es 

objetivo. 
- El nivel del peligro procesal en la 

prisión preventiva en el delito de 

tráfico ilícito de drogas en el año 

2021, es deficiente. 
 

 

 

 

VARIABLE 

INDEPENDIENTE  

- Presupuestos de la prisión 

preventiva. 

Dimensiones: 

- Naturaleza 

Indicadores: 

- Regulación y 

Fundamentos Dimensión: 

Presupuestos para la 

presión preventiva 

Indicadores: Presupuestos 

Materiales, Presupuestos, 
Formales. 

Dimensión: Principios 

Indicadores:  

Legalidad, 
proporcionalidad, 

provisionalidad, 

temporalidad, variabilidad 

VARIABLE 

DEPENDIENTE 

-  Delito de TID 

Dimensiones: 

-Naturaleza jurídica  
Denuncias, Elementos, 

constitutivos 

- Indicadores:  

Prueba 

 

 

1. Tipo de Investigación 

Básica 

2. Nivel de Investigación 

- Descriptivo 
con enfoque cualitativo 

3. Método 

Descriptivo 

Deductivo/inductivo 

- Análisis/síntesis 

- Interpretación 

4. Diseño 

No experimental, 
descriptivo 

7. Instrumentos 

- Ficha de análisis de 

expedientes judiciales. 

 

Población 

5. Población 

10 expedientes sobre el 

delito de TID 

 

Muestra 

6. Muestra  

10 expedientes sobre el 
delito de TID 
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Anexo 2. Instrumentos de recolección de análisis de información 

Instrumentos 

Los instrumentos de evaluación son de gran importancia para valorar el nivel de logro de la 

investigación e identificar las fortalezas, y la valoración de los presupuestos. El instrumento 

es de observación y verificación a través de indicadores se observa el cumplimiento de los 

objetivos de la investigación.  

 

Las preguntas que se realizan sobre el requisito de la prisión preventiva, la cual es el peligro 

procesal, ya sea como peligro de fuga o peligro de obstaculización. 

 

1. ¿Cómo califica los presupuestos de motivación en la escala del 1 al 5? 

1. Falta de motivación 

2. Deficiente 

3. Regular 

4. Bueno 

5. Excelente 

2. ¿Cuáles son las principales deficiencias en la aplicación del peligro procesal? 

a.   Los conceptos son poco claros 

b.  Falta de desarrollo jurisprudencial 

c.   Falta de desarrollo doctrinario 

d.  T.A 

e.   Ninguna 

3. ¿Las resoluciones judiciales fueron debidamente fundamentadas o motivadas 

respecto al peligro procesal en el delito de tráfico ilícito de drogas? 

a. Si 

b. No 

4. ¿Cómo califica la motivación en la escala del 1 al 5? 

1. Falta de motivación 

2. Deficiente 

3. Regular 

4. Bueno 

5. Excelente 

 

5. ¿Cuáles son las principales deficiencias en la aplicación del peligro procesal? 
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a.   Los conceptos son poco claros 

b.  Falta de desarrollo jurisprudencial 

c.   Falta de desarrollo doctrinario 

d.  T.A 

e.   Ninguna 

6. ¿Se debería aplicar en mayor medida la doctrina al momento de motivar o    

fundamentar el peligro procesal, en el delito de tráfico ilícito de drogas? 

a.   Sí se debería 

b.  No se debería 

c.   Se debería aplica de manera parcial 

7. ¿Se debería aplicar en mayor medida la jurisprudencia al momento de motivar   

o fundamentar el peligro procesal, en el delito de tráfico ilícito de drogas? 

a. Sí se debería 

b. No se debería 

 c. Se debería aplicar de manera parcial    

8. ¿Si no está debidamente motivado el requerimiento de prisión preventiva en el 

extremo del peligro procesal, el Juez debería devolver el requerimiento? 

a.   Sí debería devolver el requerimiento 

b.  No debería devolver el requerimiento 

c.   Debería queda a la discrecionalidad del Juez 

9. ¿El peligro procesal en los requerimientos de prisión preventiva en el delito de        

tráfico     ilícito de drogas, son debidamente motivados? 

a.    Sí son debidamente motivados 

b.   No son debidamente motivados 

c.    Son motivados de manera parcial 

10. ¿Los abogados cuestionan adecuadamente, haciendo uso de la doctrina, el peligro      

procesal en el delito de tráfico ilícito de drogas en las audiencias de prisión 

preventiva? 

                 a.   Sí lo hacen 

                 b.  No lo hacen 
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                     c.   Lo hacen de manera parcial 

11. ¿Los   abogados   cuestionan   adecuadamente, haciendo   uso   de   la 

jurisprudencia, el peligro procesal en el delito de tráfico ilícito de drogas en las 

audiencias de prisión preventiva? 

a. Sí lo hacen 

b. No lo hacen 

c.  Lo hacen de manera parcial 

12. De acuerdo a los presupuestos de motivación del peligro procesal en el delito de 

tráfico ilícito de drogas ¿Cómo califica los presupuestos de motivación de acuerdo a la 

escala del 1 al 10? En la cual 1 es la calificación más baja y 10 es la más alta.  

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 
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Anexo 3. Evidencia de similitud digital 
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Anexo 4. Autorización de publicación en repositorio 

 


